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Resumen 

 

La presente investigación busca identificar la implementación y articulación de la defensa 

jurídica del Municipio de Bucaramanga con la gobernanza, como condición necesaria para el 

desarrollo de una forma de gobierno racional, que esté enfocada hacia quienes ejercen funciones 

estatales, a partir de estrategias de gobierno orientadas a la prevención de los servidores públicos 

y sus conductas, por medio de la ética y la gerencia pública.  

La pertinencia y relevancia de la investigación radica en el análisis en la implementación de 

políticas públicas para la defensa jurídica del Municipio y la protección de recursos públicos, por 

dos razones, la primera está relacionada con que en Colombia no se ha desarrollado el análisis de 

políticas públicas desde la implementación en el campo jurídico, los países más avanzados en 

este campo son Chile y México, este último documentado desde el servicio civil que sería lo más 

próximo al derecho, la segunda razón está relacionada con el análisis de políticas en el campo 

jurídico con implicaciones económicas que impactan la inversión social de manera directa, si 

bien las políticas públicas pasan necesariamente por la legalidad, y muchas veces dependen de 

ella, estudiar de manera específica la gestión jurídica y más en una entidad territorial se convierte 

en una herramienta por desarrollar y explotar para mejorar la capacidad institucional y proteger 

los recursos públicos escasos.   

Por lo anterior, el enfoque representa un diálogo político-administrativo permanente que se 

direcciona en la práctica y actividad estatal de gobernar las conductas de los hombres que lo 

representan, con una finalidad única de evitar demandas y erogaciones del Estado y la sociedad. 

Traducido al lenguaje de gestión pública, es reflexionar sobre la eficiencia y eficacia 

gubernamental, de tal forma que incorpore formas y racionalidades políticas en materia de 
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responsabilidad patrimonial y pecuniaria de los servidores públicos y que prevengan esas 

actuaciones de manera cotidiana y permanente en el ejercicio de la actividad estatal de la defensa 

jurídica que, en últimas, es la garantía para la realización de las necesidades de los ciudadanos.  

Por su parte la Gobernanza representa la eficacia y la eficiencia estatal de cara a las 

obligaciones que se tienen para con los asociados, es esto lo que la legitima en términos de 

gerencia, gestión y calidad de las actuaciones estatales en las cuales lo que se busca es el 

bienestar de los ciudadanos y la mejor respuesta por parte del Estado. La globalización acelerada 

y las transformaciones contemporáneas exigen nuevas formas de relacionamiento entre el Estado 

y los asociados, con lo cual lo que se modifica y se crean son nuevas formas de gobernar. En la 

actualidad, una de las demandas recurrentes que hacen los ciudadanos a las instituciones estatales 

responsables de los intereses públicos radica en la capacidad institucional y las herramientas 

técnicas, políticas, jurídicas, económicas, sociales y ambientales suficientes para garantizar de 

manera oportuna los retos que las mismas demandas ciudadanas les imponen, tanto en procesos 

como en procedimientos en el día a día, lo que los lleva a evidenciar o visibilizar las deficiencias 

y dificultades para el cumplimiento misional para el que fueron creadas las mismas instituciones, 

afectando tanto los derechos de los ciudadanos, como los resultados de la administración que, en 

tiempos globalizados, se evalúan con indicadores de efectividad y garantía de derechos.  

Pensar en términos de prevención es cumplir una función con estándares de mayor 

efectividad, esto representa la capacidad de anticiparse a los posibles conflictos que se pueden 

presentar al interior de una actuación administrativa y que puede acarrear demandas tanto 

individuales como colectivas que afecten el patrimonio público de inversión de la entidad 

demandada por no tener en cuenta la solución a problemas recurrentes en la entidad.  
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Es así como las políticas públicas en general y las de prevención del daño antijurídico en 

particular, se convierten en los instrumentos idóneos para la solución de problemas que afectan 

las entidades estatales. Este estudio, al recolectar la información de las fallas permanentes que 

ocasionan daño antijurídico y que se requiere prevenir o mitigar dado el impacto en la 

litigiosidad, evidencia las falencias en las que se requiere concentrar las acciones por parte de la 

Secretaría Jurídica del Municipio de Bucaramanga y, aplicar las mejores técnicas y herramientas 

a disposición para la implementación de la prevención en las causas que son las que pueden 

afectar los resultados por la pérdida de procesos y redundar en condenas, indemnizaciones y 

pagos de sentencias que afectaran a todos los ciudadanos; especialmente, a aquellos que 

necesitan de mayor inversión dadas sus condiciones de vulnerabilidad.  

Para orientar este proceso de análisis se formuló la siguiente pregunta; ¿Qué resultados ha 

alcanzado la implementación de la política de prevención del daño antijurídico en los últimos 

nueve años (2007-2016) en la administración central de la alcaldía de Bucaramanga y si esta ha 

logrado proteger los recursos públicos de inversión para la satisfacción de las demandas 

ciudadanas?   

Este documento se encuentra estructurado de la siguiente manera: el Primer capítulo 

presenta una introducción del contexto de desarrollo de la investigación, el segundo capítulo se 

presenta un marco conceptual, el tercero presenta el proceso metodológico realizado, el cuarto 

capítulo presenta la exposición del caso de análisis, el quinto presenta un análisis de los 

resultados y por último, el sexto presenta las conclusiones del estudio. 

Palabras claves: Gobernanza, política pública, daño antijurídico. 
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Abstract 

 

This research seeks to identify the implementation and articulation of the legal defense of 

the Municipality of Bucaramanga with governance, as a necessary condition for the development 

of a rational form of government, which is focused on those who exercise state functions, based 

on government-oriented strategies to the prevention of public servants and their behaviors, 

through ethics and public management. 

The relevance and relevance of the research lies in the analysis of the implementation of 

public policies for the legal defense of the Municipality and the protection of public resources, 

for two reasons, the first is related to the fact that in Colombia the policy analysis has not been 

developed public since the implementation, the most advanced countries in this field are Chile 

and Mexico, the latter documented from the civil service that would be closest to the law, the 

second reason is related to the analysis of policies in the legal field with economic implications 

that impact social investment directly, although public policies necessarily pass through legality, 

and often depend on it, specifically study legal management and more than one territorial entity 

becomes a tool to develop and exploit to improve institutional capacity and protect public 

resources. 

Therefore, the approach represents a permanent political-administrative dialogue that is 

addressed in the practice and state activity of governing the behavior of the men who represent it, 

with a single purpose of avoiding demands and expenditures of the State and society. Translated 

into the language of public management, it is to reflect on the efficiency and effectiveness of the 

government, in such a way that it incorporates political forms and rationalities in matters of 

patrimonial and pecuniary responsibility of public servants and that prevents these actions on a 
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daily and permanent basis in the exercise of the state activity of legal defense that, in the end, is 

the guarantee for the satisfaction of citizens' demands. 

On the other hand, Governance represents the effectiveness and efficiency of the state with 

regard to the obligations that are held with the associates, this is what legitimizes it in terms of 

management, management and quality of the state actions in which what is sought it is the 

welfare of citizens and the best response on the part of the State. Accelerated globalization and 

contemporary transformations require new forms of relationship between the State and its 

associates, so that what is modified and created are new ways of governing. Currently, one of the 

recurrent demands that citizens make to state institutions responsible for public interests lies in 

the institutional capacity and the technical, political, legal, economic, social and environmental 

tools sufficient to guarantee in a timely manner the challenges the same citizen demands impose 

on them, both in processes and in day-to-day procedures, which leads them to evidence or make 

visible the deficiencies and difficulties for the missionary fulfillment for which the same 

institutions were created, affecting both the rights of the citizens, as the results of the 

administration that, in globalized times, are evaluated with indicators of effectiveness and 

guarantee of rights. 

Thinking in terms of prevention is to fulfill a function with standards of greater 

effectiveness, this represents the ability to anticipate potential conflicts that may arise within an 

administrative action and that can lead to both individual and collective demands that affect the 

public patrimony of investment of the defendant entity for not taking into account the solution to 

recurrent problems in the entity. 

This is how public policies in general and the prevention of unlawful damage in particular, 

become the ideal instruments for the solution of problems that affect state entities. This study, by 
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collecting information on permanent failures that cause illegal damage and that is required to 

prevent or mitigate given the impact on litigation, highlights the shortcomings in which the 

efforts of the Juridical Secretariat of the Municipality of Bucaramanga should be concentrated 

and, apply the best techniques and tools available for the implementation of prevention in the 

causes that can affect the results of the loss of processes and result in convictions, compensation 

and payment of judgments that affect all citizens; especially, those who need more investment 

given their conditions of vulnerability. 

To guide this process of analysis, the following question was asked; What results has the 

implementation of the policy of prevention of unlawful damage in the last nine years (2007-

2016) in the central administration of the mayor of Bucaramanga and if it has managed to protect 

public investment resources for the satisfaction of the citizen demands? 

This document is structured as follows: the first chapter presents an introduction to the 

context of research development, the second chapter presents a conceptual framework, the third 

presents the methodological process carried out, the fourth chapter presents the case study 

analysis, the fifth presents an analysis of the results and finally, the sixth presents the conclusions 

of the study. 

Keywords: Governance, public policy, unlawful damage. 
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1. Introducción 

 

En este primer capítulo se presentan los antecedentes del problema de investigación a partir de la 

relevancia que ha venido teniendo la problemática en materia de gestión jurídica, especialmente 

por las implicaciones financieras; se relaciona con el nivel de Gobernanza con el que los 

funcionarios públicos realizan el ejercicio profesional en la protección jurídica y, se realiza el 

planteamiento del problema de investigación en el que se describen las características de la 

entidad objeto de estudio. 

De igual manera se formulan la pregunta de investigación, los objetivos y la justificación, 

con el propósito de destacar la importancia del tema y los posibles logros del trabajo; finalmente 

se presentan los alcances y la delimitación del tema y otros aspectos generales del proyecto para 

presentar al lector una visión general del tema. 

La gestión jurídica de las entidades gubernamentales y en general del Estado ha venido 

entrando en la agenda pública de manera paulatina y está llamando la atención en varios países 

latinoamericanos, esta preocupación cobra fuerzas dadas las implicaciones que este campo 

conlleva tanto en lo jurídico como en lo fiscal; este último, el que viene tomando cada vez más 

fuerza, al convertirse en un indicador de riesgo para la evaluación crediticia por parte de la banca 

multilateral. El origen de la preocupación se sustenta en los riesgos patrimoniales que representa 

perder los procesos judiciales y ser condenados a pagar cuantiosas indemnizaciones, lo cual 

estaría contrario al interés general y al servicio público.  

En los últimos años hemos presenciado una creciente litigiosidad y un desmedido interés de 

oficinas de abogados para demandar al Estado, así lo viene manifestando la Agencia para la 

Defensa Jurídica del Estado –ANDJE- en diferentes informes sobre el estado de la litigiosidad de 
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la nación, lo que se deriva en el aumento de demandas ante los tribunales, e implica un esfuerzo 

laboral de las entidades públicas para atender el contingente judicial por los impactos 

económicos que este representa; en general, los casos presentados ante los jueces, las 

pretensiones en su mayoría son económicas, con lo cual el ciudadano querellante solicita la 

indemnización de perjuicios a manera de reparación. Esta cuantificación económica representa 

un riesgo para las finanzas públicas, dado que, de perder el proceso, la afectación será de manera 

directa a las cuentas estatales.   

Algunos autores como Grafe (2014) consideran que este proceso “comenzó a hacerse 

notable en el contexto de las profundas reformas normativas e institucionales que tuvieron lugar 

en América Latina en las dos últimas décadas, y en particular las modificaciones legales que se 

introdujeron para extender el ámbito de los derechos públicos al conjunto de la ciudadanía”. Pero 

no solamente el aumento de las demandas se ha presentado por las reformas, es notable el 

aumento del conocimiento de la ciudadanía sobre sus derechos y acceder a la justicia representa 

una opción para las personas con mayor eficacia que la reclamación ante los mismos 

funcionarios.  

Otro de los factores que explica la creciente litigiosidad es el que considera la inversión 

extranjera directa de compañías multinacionales que afectan derechos de comunidades locales y 

hasta sus propios intereses al imponerlos de alguna manera, como por ejemplo la explotación 

minera, de recursos naturales o vulneración de comunidades indígenas o minorías étnicas; 

aunado a la falta de improbidad de algunos funcionarios se han diagnosticado como causas que 

favorecen que el campo jurídico tome un papel importante por los impactos fiscales que pueden 

producirse por las querellas judiciales que involucran al Estado (Grafe, 2014, pág. 2). 
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Han sido los Ministerios de Hacienda de América Latina quienes han prendido las alarmas 

sobre esta problemática al encontrar preocupantes las pretensiones económicas de las demandas 

y pasarlas a riesgos fiscales en la medida en que el proceso pueda salir adverso a los intereses de 

la entidad demandada y transformarse así en pasivos contingentes. Grafe (2014) lo considera de 

riesgo alto para la inversión extranjera de la siguiente manera: “…en efecto, en ausencia de un 

control adecuado de los pasivos contingentes y de los factores que los originan, los efectos sobre 

los costos de captación de recursos en los mercados financieros internacionales pueden ser 

elevados como consecuencia de un incremento de la prima de riesgo y de una rebaja en el grado 

de inversión del país” (pág. 2). 

Bajo estas consideraciones, es evidente la supremacía actual de la gestión jurídica del Estado 

para mitigar los peligros fiscales que representan las demandas, así como para aumentar los 

ingresos en los procesos en los que el Estado actúa como garante del interés general, es decir, 

como demandante. Así las cosas, el éxito de las oficinas y dependencias jurídicas estatales podrá 

evaluarse por la rentabilidad que producen, es decir, por la disminución de los costos de las 

pretensiones de las demandas judiciales, lo que determinará la eficacia en la totalidad del “ciclo 

de defensa jurídica”, por supuesto, en los juicios debatidos ante los tribunales. La manera más 

idónea para medirse es con las sentencias a su favor en las controversias ganadas por el Estado. 

Pero el Estado no siempre gana, puede perder, pero por un monto menor al que se había 

solicitado como pretensión económica al inicio de la demanda, bajo este entendido, se hace 

necesario tener en cuenta la eficacia de la oficina no solo por el éxito en la sentencia que da por 

terminado el proceso judicial, sino, también por la capacidad para proteger los recursos públicos 

al mitigar el monto del total de las pretensiones.   
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En lo que la evidencia científica ha denominado ciclo de defensa jurídica, encontramos que, 

generalmente ésta se asocia con la actuación ante los tribunales como si solamente se tratara de 

la representación judicial, reduciendo la importancia e implicaciones que esto conlleva y se 

olvida que está compuesto por diferentes etapas a saber:  

 Prevención del daño antijurídico. Lo que se predica es la capacidad para adelantarse a la 

expedición de actos administrativos que amenazan los intereses del Estado según su actuar por 

acción u omisión. Lo que se requiere es que se mejore la capacidad institucional en la medida en 

que las actuaciones administrativas estén sustentadas en principios jurídicos formalmente 

establecidos en procedimientos claros y expeditos y, sean adoptados e implementados por la 

comunidad jurídica de manera de prevenir que el Estado propicie la litigiosidad exitosa contra 

sus propios actos o por la posibilidad de vulnerar los derechos de los asociados. 

 Uso de mecanismos alternativos de solución de conflictos –MASC-. En esta etapa la 

inspiración ha sido que los conflictos que surgen entre las personas naturales o jurídicas de 

derecho privado o público y el Estado se resuelvan de maneras distintas a la rama judicial, es 

decir, que se puedan presentar soluciones y arreglos directos que eviten el desgaste que 

representa el ejercicio de los medios de control administrativos y más si el Estado puede 

determinar su responsabilidad y el riesgo de la litigiosidad.  

 Representación del Estado en juicio. Dos momentos componen este proceso, de un lado 

la preparación de la estrategia litigiosa, esto está determinado por la expertica del abogado con 

toda la capacidad profesional para el máximo provecho del conocimiento acumulado, 

especialmente, en la capacidad de utilizar el precedente judicial para sustentar sus posiciones y 

defensa de los derechos; por otro lado, lo que implica el litigio judicial como tal, es decir, el 

seguimiento propio a las reglas de cada juicio y las etapas del proceso.  
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 Cumplimiento de obligaciones contenidas en sentencia judicial. Es la finalización de la 

actuación judicial, se presenta cuando se expide una sentencia judicial por parte del juez de 

conocimiento de la controversia. La gestión del cobro o pago, según sea el caso, requiere de unas 

gestiones en distintas oficinas de la institucionalidad pública y tiene sus propias etapas que solo 

se inician cuando la sentencia está en firme, esto significa que contra ella ya no procede ningún 

recurso y que contiene unas obligaciones dinerarias que se deben tramitar al interior de la 

administración o de lo contrario, harían más onerosa la condena por los intereses moratorios. 

Una descuidada gestión de cualquiera de las opciones supone costos adicionales que en 

muchos casos pueden superar el costo de las pretensiones, cuando el Estado debe pagar a favor 

de un ciudadano o de una empresa y no se paga pronto, esto genera unos intereses de mora (para 

el caso colombiano, se encuentra estipulado en el artículo 195, numeral 4 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –CPACA-) que pueden 

superar con creces las principales pretensiones presentadas; ahora bien, si es el Estado quien 

demanda, un mal ejercicio de la profesión de abogado puede conllevar a una mala práctica en la 

aplicación de medidas cautelares y con ello, la imposibilidad de proteger los recursos públicos o 

de garantizar las obligaciones o créditos a favor del Estado.  

Reflexionar sobre el Ciclo de defensa jurídica de las entidades estatales permite evidenciar 

los procesos que se desarrollan en las áreas jurídicas y establecer los principales campos en los 

que se desenvuelven de acuerdo al mandato legal que las establece. El éxito de las mismas, que 

en muchas ocasiones simplifica su efectividad a la capacidad de evitar la fuga de los recursos por 

la no perdida de los procesos judiciales, estará supeditado a la forma como se adelanten los 

procesos y procedimientos no solamente judiciales, y no a que tenga bajo su cargo, todas las 

etapas del ciclo de gestión. Las nuevas funciones o las reformas internas no resuelven los 
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problemas de efectividad de las entidades estatales, con las modificaciones los resultados 

terminan siendo inciertos y costosos, más cuando la gestión jurídica no ha tenido mucho estudio 

y se limita a la aplicación de normas e interpretación de las mismas, lo que reduce la inserción de 

nuevos procesos laborales en el área jurídica.  Dado lo anterior, se evidencia que las instituciones 

o áreas jurídicas de las entidades estatales que tienen a su cargo la defensa directa de los 

intereses públicos a través de la representación jurídica, deben poseer las capacidades 

profesionales, técnicas, administrativas y financieras para abordar los desafíos de sus procesos 

laborales, lo más importante, es que logren identificar y comprender en dónde se ubican las 

principales vulnerabilidades de los procesos de trabajo jurídico, pero esencialmente, aquellos que 

se miden desde la efectividad para poder mitigarlos, sobrepasarlos y lograr la máxima protección 

de los recursos y los intereses públicos.  

Los trabajos académicos de los últimos tiempos, han identificado que varias de las 

deficiencias laborales y de acción jurídica que afectan al conjunto de los procesos de gestión de 

las dependencias encargadas de los asuntos jurídicos, está, relacionadas con: “capacidades 

técnicas limitadas, sistemas de información inadecuados, deficiente gestión del conocimiento y 

debilidades en las funciones de apoyo” (Grafe, 2014, pág. 3).  

El objetivo de la gestión jurídica del Estado es proteger el patrimonio público  y mitigar las 

sentencias judiciales que condenen a una entidad estatal, “mediante políticas públicas que 

reduzcan la incidencia del daño antijurídico y estrategias que mejoren la defensa judicial de las 

entidades que conforman el Estado colombiano” (Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado, 2013); es este interés el que da origen para que en Colombia en virtud  del artículo 5 de 

la Ley 1444 de 2011, se creara la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado –ANDJE- 

cuyo propósito de posicionar dentro de la agenda pública del país, la necesidad de pensar de 
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manera sistemática la defensa judicial, inicialmente de la nación, pero con una incidencia 

territorial que permita los arreglos institucionales necesarios para la adecuada y efectiva defensa 

de los intereses del Estado y la salvaguarda de los recursos públicos.  

Dentro de los estudios que se realizaron para soportar la necesidad de la creación de la 

ANDJE, se estableció que, el país no contaba con una cultura jurídica de prevención y que el 

desarrollo del artículo 90 de la Constitución Política era precario, lo cual era evidente dado el 

aumento de las acciones judiciales en contra de instituciones públicas del nivel nacional en las 

que se señalaron causas como:  

 Falta de una cultura de Buen Gobierno. Según la estructura Estatal, es en la misma 

administración en donde se deberían resolver las controversias con los ciudadanos, existen varias 

herramientas y mecanismos que permitirían que las diferencias se discutieran y se resolvieran al 

interior de la administración sin necesidad de llegar a la administración de justicia, con lo cual se 

garantizarían de mejor manera los derechos de los asociados, solo por citar un ejemplo, el alto 

contingente que presenta el municipio de Bucaramanga en materia de acciones de tutela por no 

contestar un derechos de petición, es lo que puede de manera directa reducir una litigiosidad si 

tenemos una área comprometida en garantizar y responder a tiempo una solicitud ciudadana. Lo 

mismo sucede con el contingente de los medios de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, estas se originan por actos administrativos que expide la entidad y que, de algún modo, 

generan las reclamaciones que tendrían que resolverse por vía judicial. (Carrillo & Varela, 2013, 

pág. 9).  

 Deficiencias en la defensa jurídica y desarticulación institucional para políticas y 

estrategias articuladas. La gestión jurídica no se ha pensado de manera sistemática dentro de las 

entidades públicas, se considera que por el hecho de tener el título profesional de abogado le 
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permite desempeñarse en cualquier área y en cualquier campo del mundo jurídico, el cual se 

caracteriza por una excesiva normatividad, aunado a que la manera predominante para resolver 

los litigios es desconcentrada y con oficinas jurídicas externas, esto hace que no se articulen los 

procesos jurídicos y se desaproveche la capacidad técnica institucional; es decir, se encuentran 

demandas a diferentes entidades con fundamentos semejantes, con formatos de demandas y 

pretensiones iguales (muy frecuente en materia de Seguridad Social y Laboral); en donde la 

respuesta por parte de las entidades consiste en darles trámites y abordajes diferentes y en 

muchas ocasiones con abogados inexpertos o sin ser especialistas en la materia de litigio, 

tampoco se ha articulado la metodología de los casos y se excluye el precedente judicial, esto es 

lo que hace que el Estado no sea considerado un litigante poderoso, al cual hay que enfrentarlo 

con mucha rigurosidad técnica porque la posibilidad de perder el proceso es muy alta, es así 

como debería considerarse dadas las capacidades que tiene el Estado. Las deficientes políticas 

jurídicas que en muchos casos son inexistentes, no promueven el trabajo coordinado y algo que 

viene tomando cada vez más fuerza en el mundo jurídico, la gestión del conocimiento, que no 

facilitan la consolidación de tesis jurídicas que defiendan el interés público y consoliden el 

precedente jurisprudencial. (Carrillo & Varela, 2013, pág. 9). 

Estas causas son las que conducen a revisar la gestión jurídica estatal desde la óptica de la 

gobernanza y las políticas públicas, así como llevarlas al nivel territorial, toda vez que la 

preocupación inicia por el nivel nacional y es allí donde se hace relevante pensar si eso pasa en 

lo nacional, qué protección e implementación tienen estas problemáticas en el territorio 

municipal en una ciudad como Bucaramanga.   

La gobernanza está llamada al mejoramiento de la gestión pública en la relación ciudadano 

Estado y por ende, al mejoramiento de los resultados, de esta manera, pensar en el ámbito 
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jurídico de esta relación es fundamental tanto por derecho a la información, como el derecho a 

acceder a la justicia y la garantía que debe encontrar la ciudadanía de sus derechos en sede 

administrativa; del comportamiento de esta relación, es que el ciudadano definirá si la 

controversia o inconformidad encuentra resolución en la misma administración o si por el 

contrario, acude a la vía judicial. El acceso a los derechos por parte de la ciudadanía ha 

aumentado la demanda de estos en la reclamación de los mismos y, el acceso a las nuevas 

tecnologías, también ha permitido el aumento de las demandas ciudadanas que terminan en los 

estrados judiciales a partir del empoderamiento ciudadano y la incapacidad estatal de respuesta 

pronta y efectiva.  

Una identificación que se ha hecho es que los fallos en contra del Estado demuestran las 

deficiencias administrativas que aquejan a las entidades estatales, una cuestión fundamental del 

litigo y representación judicial del Estado y que ha pasado por alto, es que lo que se debe 

defender son decisiones plasmadas en actos administrativos con contenido general o particular o 

actuaciones en las que se diseña o implementa una política pública para atender una necesidad o 

problema sentido por la ciudadanía. Es decir, lo que se va a defender en sede judicial, son 

actuaciones que nacieron en la administración y que tienen mecanismos, en sede ejecutiva del 

poder público, de resolverse antes de que se acuda a la rama judicial.    

Recordemos que las políticas públicas desde la óptica jurídica son las decisiones que de 

manera consciente y sistemática se han tomado para la inversión de recursos públicos a través de 

los instrumentos consagrados en la ley, y que fueron priorizadas en los gastos al estar 

relacionadas con un derecho o problema específico que se busca resolver. La defensa jurídica de 

las instituciones del Estado no se realiza de manera aislada de las actividades propias de la rama 

ejecutiva, es decir, del gobierno. “El hecho, acto, operación o decisión que da origen a un litigio 
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proviene de una serie de actividades anteriores que se enmarcan dentro de las políticas públicas a 

cargo de una entidad pública” (IDS, 2014). 

Las actividades desplegadas por las autoridades administrativas del poder ejecutivo para la 

implementar políticas públicas se soportan en la concepción del Estado Social de Derecho, esto 

implica que no es de manera caprichosa que se orientan las actuaciones de las entidades estatales, 

sino que existe una autoridad que revisa esas decisiones, en virtud del equilibrio de poderes y el 

interés general para la resolución de problemas y la garantía de la seguridad jurídica y los 

derechos ciudadanos; es lo que la literatura jurídica ha reconocido como el control jurisdiccional 

el cual consiste en la revisión de la legalidad  de las actuaciones administrativas.  “En este 

sentido es importante considerar que el control judicial de las actuaciones de la administración 

pública es un mecanismo institucional que está dispuesto para evitar su arbitrariedad y también 

tiene como objetivo controlar que las decisiones del Gobierno estén alineadas con los objetivos 

de política y los procedimientos de la actuación administrativa en ellos contenidos, dispuestos 

por la Constitución Política y en la legislación” (McCubbins, Roger, & Barry, 1987).  Bajo este 

entendido, es claro que el resultado del control judicial puede variar las decisiones de la 

administración si no se ajustan a derecho, o si, por el contrario, puede mejorarlas y, como en los 

últimos tiempos, hasta asignarles recursos u ordenar inversiones específicas. El enfoque de 

entender las controversias administrativas como una herramienta dentro del ciclo de la política 

pública, está orientado al mejoramiento de la eficiencia en la actividad administrativa y varía la 

manera tradicional de entender el litigio dentro de la entidad pública.  

Para el campo de la gestión jurídica y el daño antijurídico, la política de prevención se 

convierte en un instrumento de solución de las necesidades y problemáticas identificadas por los 

ciudadanos y que, necesariamente, requiere la destinación de recursos públicos plasmada en un 
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acto legal que implica obligaciones y derechos en las áreas, administrativa o regulatoria para la 

eficiencia de la gestión pública. Es de recordar que la planeación y ejecución en la 

administración se realiza fundamentada en las priorizaciones técnicas, políticas, jurídicas y que 

cuenten con disponibilidades presupuestales. Aquí radica la importancia de la política de 

prevención, toda vez que se vislumbra como la alternativa para resolver los problemas que se 

identifican en la administración y conllevan un riesgo alto de litigiosidad, poniendo en riesgo los 

recursos públicos, afectando la inversión si no se reducen los hechos productores de daños 

antijurídicos, mejorando la gobernanza, protegiendo los recursos públicos y haciendo eficaz la 

gestión jurídica territorial (ANDJE, 2014). 

Para los intereses de la presente investigación, solo se abordará el primer componente del 

ciclo de la gestión jurídica que se ha denominado: prevención del daño antijurídico y que se ha 

venido articulando en los párrafos anteriores.  

Desde la óptica de los intereses del Estado, el daño antijurídico se considera como el 

menoscabo o lesión que sufre una persona a causa de la conducta de otro, en este evento ese 

“otro” es el Estado o la Administración Pública, que como resultado de la acción u omisión de 

quienes la representan, produce un daño (principalmente en el patrimonio) que se califica como 

antijurídico en la medida en que el particular que es destinatario del mismo no tiene la obligación 

jurídica de resistirlo. En tal sentido, una vez el Estado incurre en esa acción u omisión causante 

del daño antijurídico, tal como se estipula en el artículo 90 de la Constitución Política 1 , 

corresponde a éste responder patrimonialmente por los perjuicios causados.  

                                                 

1 “ARTICULO 90.  El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 

causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la 

reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 

culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”.  
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Lo anterior implica, que cuando se causa un daño antijurídico y se condena 

patrimonialmente al Estado para reparar la afectación causada, se debe realizar una 

reorganización en la inversión del presupuesto público y una disminución de la atención de las 

necesidades de los ciudadanos menos favorecidos, imposibilitando la garantía plena de sus 

derechos, muchas veces fundamentales. El pago de sentencias como indemnización del daño 

antijurídico, es una clara afectación del patrimonio público que se ve reducido con el sin número 

de erogaciones que, a título de indemnización por su responsabilidad patrimonial, debe pagar a 

los particulares para resarcir el daño antijurídico causado; es de anotar aquí que no solo es un 

asunto de deficiencias en la defensa de los intereses del Estado, en ocasiones la condena es justa 

en la medida en que el Estado también se equivoca y comete errores que causan daños y 

perjuicios a las personas y que merecen una indemnización, pero es precisamente eso lo que se 

quiere prevenir, las equivocaciones del Estado, en la mayor capacidad de anticiparlas y 

mitigarlas.   

Una de las mayores preocupaciones del Estado Colombiano es la afectación del derecho 

colectivo al patrimonio público, el cual día a día se ve menoscabado con las millonarias 

erogaciones como resultado del pago de sentencias condenatorias o de acuerdos extrajudiciales, 

estructurados con el propósito de indemnizar sus acciones u omisiones que causaron un daño 

antijurídico a una persona que no estaba en el deber de resistirlo, también lo es que muchas 

veces, las actuaciones de la Administración no trascienden el plano de la preocupación y se 

quedan sin pasar a la atención e implementación de soluciones reales, esto es,  el diseño o 

aplicación de una política de prevención del daño antijurídico que aporte correctivos adecuados y 

desde la misma administración, se adopten las medidas necesarias que mitiguen los riesgos de 

litigio.  
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Hoy es conocido que demandar al Estado es un jugoso negocio, así lo ha señalado la ANDJE 

(2013) en varias oportunidades al revisar las demandas contra las entidades estatales porque tiene 

una alta probabilidad de ganar el proceso y obtener una sentencia favorable con condenas 

indemnizatorias, aunado a la demora del Estado para pagar y cumplir sus fallos, con los cual se 

producen mayores réditos, esto se presenta no solo por la facilidad de demostrar la negligencia u 

omisión del Estado en sus actuaciones generando daño antijurídico sino, por su baja capacidad 

para defenderse, la representación de las entidades estatales y del patrimonio público en muchas 

ocasiones, se encuentra en manos de litigantes ocasionales que no abordan los procesos de 

manera estratégica, dejando pasar términos para contestar la demanda, la no presentación de 

alegatos de conclusión y deficiente controversia en la etapa probatoria, actuaciones claves que 

permitirían una mejor defensa y argumentos que pueden darle luces al juez para proteger los 

recursos públicos y evitar millonarias condenas en contra de las entidades.  

El informe de litigiosidad del Estado Colombiano elaborado por la ANDJE manifestó que la 

Nación pierde el 70% de las demandas en su contra, y el contingente judicial sigue en aumento, 

estimando que las pérdidas reales se traducen en la afectación del 2 al 3% del Producto Interno 

Bruto (aproximadamente), lo cual significa un menoscabo del patrimonio público, y, por ende, 

una directa y grave afectación de la inversión social. (ANDJE, 2013).  

Las demandas en contra de la Nación ascendían en sus pretensiones a $190.9 billones de 

pesos, es decir, el 40% del Producto Interno Bruto del país está en juego en cerca de 273.399 

procesos judiciales en contra de entidades nacionales y que, según el Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público, existe un riesgo de perder $102 billones según sus cálculos estadísticos. Si se 

añade a esta suma el valor que se tiene como provisión ante la eventualidad de que se efectúen 

fallos en contra, esto da como resultado un impacto fiscal del orden de los 250 billones de pesos. 
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Por si fuera poco, tan solo en 25 procesos que fueron analizados por la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, el Estado se juega $63.2 billones en las pretensiones, siendo estos 

los procesos más costosos para los colombianos y representan el mayor riesgo para el 

presupuesto general de la nación. 

El ejercicio fundamental que se debe adelantar en virtud de una administración pública 

eficiente, con altos niveles de gobernanza, que busque proteger el interés general del patrimonio 

público es  contrarrestar esta problemática, lo cual consiste en diseñar orientaciones, basadas en 

la experiencia, que mitiguen el daño patrimonial y el desarrollo de una adecuada defensa de los 

intereses estatales; para ello deben identificarse las actuaciones de la Administración Pública, 

dicho de otra forma, debe implementarse una Política de Prevención del Daño Antijurídico que 

proporcione las herramientas preventivas y las estrategias de mitigación de riesgos que requiere 

particularmente el Municipio para la defensa de sus intereses y los recursos de inversión pública.  

La prevención del daño antijurídico, ha sido entendida como las gestiones que se hace 

necesario realizar para identificar oportunamente posibles omisiones u acciones que generen 

responsabilidad a cargo del Estado o para evitar que por las mismas causas que se ha generado 

una responsabilidad, produzcan a mediano plazo, nuevas obligaciones a cargo de las Entidades 

Estatales. 

El Municipio como ente territorial estatal, es responsable patrimonialmente por los daños 

antijurídicos que cause a los particulares, así se encuentra consagrado en la norma constitucional 

cuando por acción o por omisión de sus entidades en el nivel central que es el caso de estudio, se 

le origine un detrimento a quien ha sido objeto de la actuación. Bajo este entendido, prevenir el 

daño antijurídico desde la administración central del Municipio de Bucaramanga, debe permitir 

la identificación y solución de problemas al interior de la administración que pueden generar 
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demandas en contra de la entidad e implican el riesgo de los recursos públicos al perder el 

proceso judicial.  

La situación de las entidades territoriales no es alentadora y el municipio de Bucaramanga 

no es la excepción; para finales de 2011, el Municipio contaba con más de 3.000 procesos 

judiciales, solo en la administración central, en los que se encontraba como parte (vinculados al 

proceso) y en los cuales no se había cuantificado el contingente judicial y el posible pasivo que 

de allí se derivaría; así se contempló en el informe de empalme de la época.  

La actual administración, elegida para el periodo de gobierno 2016 – 2019 ha establecido 

una política en las cuentas pendientes por pagar de tesorería del año 2015 que podría generar un 

riesgo fiscal y judicial para el municipio a partir que se ha aumentado el número de demandas, 

con lo cual han optado por entrar en procesos de reestructuración financiera con el Ministerio de 

Hacienda (Diario El Espectador, 2016) para contener los litigios, específicamente los embargos 

de los recursos en virtud de los procesos ejecutivos que han interpuesto en contra de la 

administración. Según información que sustenta el Decreto 055 de 2017 “Programa de 

saneamiento fiscal y financiero del municipio de Bucaramanga”, respecto a la vigencia 2015, por 

concepto de pasivos contingentes provenientes de demandas judiciales en su contra, están en 

juego cerca de $178.518.000.000, los cuales tienen un alto riesgo en contra del municipio, 

motivo que hace fundamental adelantar la valoración de las mismas y prever una afectación a las 

finanzas y una adecuada atención de ese contingente judicial.  

Por lo anterior, se hace necesario en este proyecto de investigación, tenga en cuenta los 

primeros 15 meses de gobierno de la nueva administración, para contrastarlo con los periodos de 

gobierno anteriores y establecer las repercusiones que puede tener este nuevo proceder en la 

administración pública por el cambio de gobierno.  
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La Secretaría Jurídica es la dependencia que apoya la Administración Municipal de 

Bucaramanga en asuntos jurídicos. Asesora al Alcalde, secretarios y demás funcionarios de la 

Administración Municipal, así mismo, debe crear, orientar y fijar el ordenamiento de la política 

jurídica del municipio y tiene la responsabilidad, de liderar el comité de conciliación municipal 

que es donde primero se tiene conocimiento de las posibles controversias en contra de la 

administración, al tener que agotar el requisito de procedibilidad para conciliar antes de 

demandar directamente a la administración, además de ser el comité el encargado del diseño de 

la política de prevención del daño antijurídico. La Secretaría Jurídica tiene en su estructura un 

proceso de apoyo llamado Gestión Jurídica, dividido en cinco subprocesos: acciones populares, 

procesos judiciales, asuntos legales, conciliación, tutelas y contratación. 

Puede observarse que el proceso está muy concentrado en la óptica señalada anteriormente 

que se sustenta en la visión iusformalista del derecho, en la cual la gestión jurídica se centra casi 

exclusivamente en lo litigioso de las oficinas, dejando de lado otros aspectos fundamentales del 

qué hacer estatal jurídico y que podrían ser sustanciales para el mejoramiento de la eficiencia y 

reflejarse en una mejor gobernanza, al fortalecer la gestión jurídica. Es aquí donde se pretende 

que se implementen las herramientas desarrolladas por la ANDJE en materia de formulación de 

políticas públicas, especialmente en la de prevención del daño antijurídico. Si bien las 

herramientas fueron creadas para el nivel Nacional, es importante señalar que pueden ajustarse a 

las necesidades propias de la entidad territorial y gestionar el conocimiento jurídico de manera 

más efectiva frente a los retos y resultados que se esperan para la protección de las finanzas 

municipales. Para los fines de la presente investigación, se trató de llevar a la Secretaría Jurídica 

a que identificará cuáles eran las demandas más recurrentes que se le presentaban a la 

administración central, se analizaran las causas y se presentaran ante el comité de conciliación, 
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que, por mandato legal, es el órgano competente para proponer las soluciones a la problemática 

identificada; esto con el propósito de mantener la coherencia y efectividad, que estuviesen 

soportadas en el enfoque de la calidad total, dadas las evidencias presentadas por la ANDJE, para 

la mejor estructuración de la política de prevención del daño antijurídico, pero la administración 

municipal no respondió de manera eficaz a esta invitación y por el contrario, actuó con recelo 

para el suministro de la información presentando obstáculos y falta de fundamentos para algunas 

de las preguntas que se les hicieron.  

La calidad total es un enfoque  que cuenta con unas técnicas y está fundamentada en 

métodos de investigación, que brindan herramientas concretas y permiten iniciar con los análisis 

a los puntos que generen problemas, quien tiene la información puede tomar decisiones; 

identificados los puntos, es necesario relacionarlos con las posibles causas; identificando las 

causas, se puede decidir sobre las mejores medidas que permitan la corrección de la dificultad 

que se está presentando. Es importante implementar las medidas y poder verificar los resultados 

del proceso de institucionalización de las medidas, pero dependen siempre de la disposición de la 

información y el análisis que se pueda realizar estará supeditado a la calidad de la información 

suministrada y consolidada.  

La teoría de administración de la calidad total, ha dividido el proceso para mejorar la 

implementación, lo que pretende al implementarla en el campo jurídico es articular los diferentes 

equipos de trabajo al proponer que los funcionarios competentes (función determinada en la ley) 

diseñen las medidas para mitigar los problemas identificados, y otros equipos las desarrollen o 

implementen, pero siempre compartiendo el conocimiento.  Recordemos aquí que para el caso 

específico de las políticas de prevención del daño antijurídico la ley le otorga esa competencia al 

Comité de Conciliación de las entidades, para el caso que nos ocupa, es el del municipio de 
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Bucaramanga. Es allí donde deben formularse las acciones de mitigación, toda vez que es la 

primera instancia que conoce que la entidad va a ser demandada por una acción u omisión de su 

actuar, es este el primer espacio de estudio y conocimiento, es en donde se debe proponer y 

construir la estrategia a implementar para abordar el problema planteado.  

Para que el Comité inicie el diseño de las políticas de prevención del daño debe articular las 

capacidades técnicas y la especialidad de las dependencias de la administración pública, dado 

que es allí donde conocen con mayor profundidad el hecho que genera la reclamación que va a 

ser presentada ante la rama judicial, también es en donde pueden estudiar y proponer las 

soluciones a las deficiencias que originaron ese problema, identificando la causa que origina la 

reclamación. Bajo estos fundamentos, la calidad total busca articular con la mayor idoneidad, las 

áreas del conocimiento para que se identifiquen los problemas, se propongan las soluciones, se 

implementen las mismas, se haga seguimiento frente a la implementación y se evalué la 

efectividad de las soluciones planteadas, muy cercana a la metodología creada para el diseño de 

políticas públicas.  

El alcance del proceso de gestión jurídica es “Crear y fijar la política jurídica del municipio, 

unificar criterios a nivel municipal ejerciendo las funciones jurídicas, la prevención del daño 

antijurídico y los lineamientos generales tendientes a resolver los asuntos de su competencia de 

acuerdo a los subprocesos que conforman la Gestión Jurídica” (Alcaldía de Bucaramanga, 2015). 

Para identificar los logros en la implementación de la política de prevención del daño 

antijurídico en el municipio de Bucaramanga, en la administración central, dentro de los últimos 

nueve años (2007 a 2016) y, para la protección de las finanzas y el patrimonio público, se 

requiere conocer el proceso de gestión jurídica en los aspectos que la conforman y así poder 

precisar en la prevención de daño antijurídico que es el interés de estudio en éste trabajo.  
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Para orientar este proceso de análisis se formuló la siguiente pregunta; ¿Qué resultados ha 

alcanzado la implementación de la política de prevención del daño antijurídico en los últimos 

nueve años (2007-2016) en la administración central de la alcaldía de Bucaramanga y si esta ha 

logrado proteger los recursos públicos de inversión para la satisfacción de las demandas 

ciudadanas?   

Los Objetivos de Investigación que se plantearon para dar respuesta a este estudio fueron, 

como objetivo general: identificar los resultados que ha tenido la implementación de la política 

de prevención del daño antijurídico en los últimos nueve años (2007-2016) en la administración 

central del municipio de Bucaramanga, y si esta ha logrado proteger los recursos públicos de 

inversión para la satisfacción de demandas ciudadanas.  

Como Objetivos específicos, se propusieron tres: 1). Determinar los cambios implementados 

en la administración central para la prevención del daño antijurídico en el municipio de 

Bucaramanga dentro del periodo de análisis; 2). Identificar si la implementación de la política de 

prevención del daño antijurídico en la administración central del municipio de Bucaramanga 

protegió los recursos de inversión para la satisfacción de las demandas ciudadanas; 3). Establecer 

las lecciones aprendidas que permite mejorar la implementación de la política de prevención del 

daño antijurídico en el municipio de Bucaramanga.  

Para el logro de lo anterior, se utilizará la metodología del estudio de caso explicativo, el 

cual “está dirigido a responder a las causas de los eventos físicos o sociales, dando a conocer por 

qué ocurre un fenómeno, proceso o hecho, en qué condiciones se da éste o por qué dos o más 

variables están relacionadas. Es un diseño más estructurado que los exploratorios y descriptivos 

y de hecho implica los propósitos de la investigación (exploración, descripción y correlación), 
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además de proporcionar un sentido de entendimiento del fenómeno estudiado” (Eco, 1977, pág. 

124). 

El presente trabajo sobre la identificación de los resultados, pretende dar cuenta de la gestión 

jurídica que constituye la implementación de la política de prevención del daño antijurídico y, 

será un instrumento que permita obtener mejores resultados en cuanto a la misión para la que fue 

creada la Secretaría, conllevando una mayor eficacia en la garantía de los derechos de los 

particulares y el mejoramiento institucional en la capacidad de respuesta en materia jurídica y la 

protección de los recursos públicos. Este documento es una herramienta para para la entidad y 

deberá ser mejorado de acuerdo a la mayor calidad de información y a las particularidades de las 

problemáticas determinadas por la administración y los problemas jurídicos identificados, para 

ello deberá sensibilizarse a los funcionarios sobre la necesidad de mitigar las actuaciones 

causantes de controversias judiciales y son ellos, quienes conocen la información sobre los daños 

causados que deben ser enfrentados de manera anticipada. Además, existirá un análisis 

investigativo que permitirá identificar las lecciones aprendidas del proceso de implementación de 

la política, para reforzarlos, mejorarlos, sistematizarlos y hacerlos política para la sostenibilidad 

en el tiempo por fuera de los cambios de gobierno.  

También será sustancial la revisión normativa y la articulación con las normas de diferente 

orden, especialmente las municipales que permitan mejorar el acceso a la información de la 

comunidad en general y de los abogados y litigantes de la entidad en particular, para el 

mejoramiento de la Gobernanza, es necesario recordar aquí que para los fines del presente 

trabajo, el concepto de gobernanza tiene un tratamiento amplio porque se aborda desde dos 

perspectivas, por un lado, sobre lo que pasa al interior de la entidad territorial en materia de 

organización para la prevención del daño antijurídico y por otro, se aborda desde las aspiraciones 
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de los ciudadanos de Bucaramanga, es decir, desde las demandas y el presupuesto de inversión 

con que cuenta el municipio para atender esas demandas y las afectaciones que puede tener por 

las sentencias que tenga que pagar por no afrontar el contingente judicial de manera estratégica, 

que libere los recursos a partir de la defensa y que mitigue los riesgos para que la inversión 

llegue lo más alta posible. Lo anterior es lo que permite que el concepto de gobernanza sea 

central en el trabajo, porque representa la preocupación para que la gestión jurídica sea efectiva y 

por ello es fundamental la PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO, es así como el 

municipio podrá disminuir las pretensiones económicas de los demandantes judiciales, dejará de 

gastar dinero en el pago de sentencias por la ocasión de daños antijurídicos y podrá destinarlos a 

las inversiones que logren resolver necesidades ciudadanas. Lo anterior implica una visión de la 

gobernanza más holística, más integral, que lo que tradicionalmente se aborda para las cuestiones 

de la gestión pública y la participación ciudadana.  

Del análisis realizado a la administración municipal de Bucaramanga, se puede colegir que 

actualmente los resultados en la implementación de la política de prevención del daño 

antijurídico son mínimos, si bien mejoraron la estructura de la administración en el cambio de 

Oficina Asesora Jurídica a Secretaría de Despacho, lo que permitió tener una mejor estructura al 

brindarle capacidad de contratación, destinación específica de recursos, responsabilidad misional 

concreta y la expedición de protocolos que pretendían mejorar la distribución de cargas laborales 

y funciones, el avance en la implementación se vio debilitado, toda vez que el cambio de 

gobierno y por ende de varios de los abogados que trabajaban allí, que no continuaron en la 

nueva administración, impidiendo que los procesos iniciados se consolidaran o perduraran en el 

tiempo.    
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Las lecciones aprendidas permiten identificar deficiencias en el tratamiento de la 

información, que no cuentan con la cuantificación de las pretensiones de las demandas, lo que 

resulta un insumo sustancial para la estrategia de abordaje del contingente judicial existente, que 

no tienen articulación en la gestión jurídica y no se ha sistematizado el éxito en los procesos 

judiciales, así como las razones por las que pierde, es decir, la entidad desconoce los 

fundamentos por los cuales ha ganado las demandas en las que ha ganado y porque ha perdido 

las que ha perdido, lo que significa una deficiente gestión del conocimiento jurídico de la 

entidad; esto está directamente relacionado con la forma de contratación de los abogados que 

atienden el contingente judicial y, el uso de herramientas tecnológicas, que es es mínimo frente a 

las opciones del mercado para la eficiencia jurídica de la administración pública. Por lo anterior, 

se requiere mejorar el control de los riesgos que representan las demandas en contra del 

municipio por las pretensiones económicas que ellas representan, mejorando la recolección de 

los datos y planteando el litigio ante los juzgados y tribunales de manera estratégica.  

Finalmente, el concepto de gobernanza viene siendo utilizado por el gobierno actual de la 

ciudad, no se refleja en las actuaciones ni prácticas de la administración central del municipio de 

Bucaramanga. Así mismo, se requiere mejorar en la eficiencia, para ello se requiere concentrar 

los esfuerzos en dos frentes, por un lado, los sistemas de información y, por otra, la gestión 

jurídica del conocimiento, esta última que viene haciendo carrera frente a los estudios jurídicos 

para el fortalecimiento de la gestión estatal. 
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2. Marco Conceptual 

 

El desarrollo del marco conceptual permite delimitar los conceptos centrales de la investigación 

a partir de una revisión documental que aporta las diferentes categorías de análisis que van a 

orientar la interpretación de los resultados alcanzados; para este proyecto el concepto más 

relevante es el de gobernanza, la cual, en su definición más amplia implica: “arte o manera de 

gobernar para el logro de un desarrollo económico, social e institucional duradero, y para un 

sano equilibrio entre el Estado, la sociedad civil y el mercado de la economía” (Launay-Gama, 

2006).  

La crisis a la que asistimos en el mundo moderno ha afectado a todos los países aislado del 

grado de desarrollo y en diferentes niveles (Nacional, Regional, Departamental y Local), ha 

puesto en evidencia una necesidad en la cual cada vez es más importante motivar a los 

ciudadanos tanto a participar como a fortalecer la democracia; pero ese fortalecimiento conlleva, 

necesariamente, repensar las instituciones públicas desde la modernización institucional, hasta el 

aumento de capacidades para la respuesta a las demandas ciudadanas, que se refleje en el 

mejoramiento de la eficacia de manera endógena con los procesos y procedimientos y, de 

respuestas efectivas a los intereses públicos permitiendo el fortalecimiento de territorios 

específicos a partir del mejoramiento de las oportunidades y explotando las potencialidades de 

manera exógena que, en últimas, se reflejaran en altos niveles de Gobernanza. (Ospina Naranjo, 

2013, págs. 8-9).  

Así mismo, el crecimiento económico mundial ha promovido la urbanización a tal punto que 

ha desafiado las prácticas y las soluciones que habían funcionado en el pasado cuando se 

pensaba en menos población, menos conflictividad y más ruralidad; en el presente los retos para 
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los gobiernos locales, en la complejidad de las problemáticas contemporáneas, ha debilitado las 

capacidades institucionales en donde la transición a nuevas estructuras económicas y nuevas 

demandas sociales, no ha tenido la misma capacidad de respuesta que requiere la competitividad 

y la calidad de vida que hoy demandan sus habitantes.  

A nivel mundial, la principal unidad de prestación de servicios públicos en lo urbano se 

conoce como municipio o municipalidad, en lo micro, toma cada vez más importancia para los 

procesos de desarrollo y fomento de la democracia, lo cual permite que se mejore la gobernanza 

y la gobernabilidad, las cuales se han vuelto imprescindibles para la construcción colectiva y la 

articulación de diversos actores en pro de encontrar soluciones a problemas complejos y a 

mejorar la respuesta que se puede tener desde las administraciones para que el bienestar de la 

ciudadanía sea generalizado; es por ello que la participación y articulación con diferentes formas 

de organización social se ha convertido en una necesidad obligatoria para tomar decisiones en la 

administración pública, mejorando los procesos de investigación, análisis, construcción 

colectiva, especialmente con la academia, generando una transformación y fortalecimiento de los 

gobiernos locales que permita que el ejercicio responda de manera eficiente al interés público, 

que se potencialicen las riquezas de cada territorio, que se fortalezca la participación ciudadana 

para que de manera directa y activa se materialice la construcción del Estado desde la unidad 

más básica para ello el municipio.  

“La gobernanza como guía de la interacción entre actores interdependientes supone 

una modificación de las relaciones entre el Estado y la sociedad permitiendo hacer 

frente a los numerosos intereses, recursos y visiones que los diferentes actores 

ostentan. La gobernanza significa una nueva forma de gobernar más cooperativa en 

la que las instituciones públicas y las no públicas, actores públicos y privados, 
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participan y cooperan en la formulación y aplicación de la política y las políticas 

públicas" (Martínez, 2005) 

La gobernanza en su definición común habla de las formas mediante las cuales los 

ciudadanos toman decisiones en acción colectiva sobre la provisión de servicios y bienes 

públicos, buscando el mejoramiento de la calidad de vida y el bienestar de todos los asociados.  

El Banco Mundial indica que la gobernanza es entendida como la manera en que se ejerce el 

poder en relación con la gestión de los recursos sociales y económicos de un país para el 

desarrollo. (Bank, 1992) 

Los cambios en las sociedades con las nuevas tecnologías de la información y la 

comunicación, aunado a la internacionalización de los mercados, las políticas de desarrollo y los 

casos de corrupción entre muchos otros factores, le han propinado un duro golpe al concepto que 

se tenía sobre el ejercicio de “gobierno”, visto como el encargado de definir todas las políticas y 

acciones del estado jerarquizado verticalmente. De ahí que el termino gobernanza, donde se 

involucran otros actores que sumados al gobierno persiguen mayores beneficios colectivos, haya 

ganado terreno durante las últimas décadas. 

El gobierno paternalista que se conoció en el pasado no es el mismo en la actualidad (Estado 

Benefactor Vs Estado Liberal). La globalización ha permitido la reducción de las distancias, la 

interacción entre personas de distintas latitudes, y por ende, ha modificado la idea de territorio 

para pasar a la diversidad de enfoques para la formulación, construcción e implementación de las 

políticas públicas para darles mayor eficiencia y legitimidad. 

El politólogo Antonio Porras-Nadales sustenta la gobernanza como un arquetipo 

participativo que reemplaza a la gobernabilidad y que, se soporta en una democracia avanzada o, 
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al menos, más consolidada que permite una mayor exigibilidad de los asociados en asuntos de 

calidad y eficiencia en los servicios responsabilidad del gobierno. (Nadales, 2014) 

La gobernanza implica una nueva forma de gobernar, donde el Estado es incapaz de suplir 

todas las necesidades, particularmente por sus limitados recursos económicos, involucra a 

actores privados y a la sociedad civil para que en conjunto se puedan abordar las respuestas que 

requiere el sector público, otorgando pluralidad para tomar decisiones, eficiencia en la inversión 

de los recursos, ampliación en la participación democrática y en últimas, mejores respuestas para 

la satisfacción de los derechos ciudadanos.  

“Gobernanza no rivaliza con Gobernabilidad en dos sentidos. En primer lugar, porque la 

condición básica de un gobernar exitoso es disponer de un gobierno potente y 

competente, que emplee a cabalidad y con habilidad las capacidades que posee, aun si 

las capacidades gubernamentales poderosas sean insuficientes y vayan complementadas 

con las capacidades sociales para que la sociedad tenga rumbo, pueda realizar las metas 

que prefiere y resolver los problemas que la perjudican. En segundo lugar, porque se 

considera que la gobernanza o el modo de gobernar asociado hace que el gobierno posea 

o restaure su capacidad de gobernar y eficacia directiva, con lo que se asegura la 

gobernabilidad de la sociedad y se impide una eventual crisis de ingobernabilidad.” 

(Aguilar, 2014) 

Según Olavarria Gambi & Figueroa Huencho (2017), aceptando las dificultades de definir 

este concepto, como lo señalan Chhotray & Gerry (2009), “gobernanza es acerca de las reglas 

que guían la toma de decisiones colectivas, en ámbitos donde hay una pluralidad de actores y 

organizaciones y donde no hay un sistema de control formal que pueda dictar los términos de la 

relación entre estos actores y organizaciones”  
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Las elaboraciones del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) han 

estado orientadas a darle un sentido más concreto al concepto e imprimirle una valoración. Para 

el PNUD, el concepto de gobernanza implica “el ejercicio de la autoridad económica, política y 

administrativa para manejar los asuntos de un país en todos los niveles a fin de que el Estado 

promueva la cohesión social, la integración y el bienestar de su población” (UNDP, 2006: 10). 

Luego señala que mecanismos de gobernanza incluyen transparencias, instituciones 

democráticas, servicios públicos eficientes y eficaces, y participación, para garantizar las 

prioridades políticas, sociales y económicas se sustenten con amplios consensos y que la voz de 

los excluidos, pobres, vulnerables y marginalizados sea escuchada en los procesos de decisiones 

de la sociedad (UNDP, 2015: 4).  

Esta concepción de la gobernanza se ha ido expandiendo en América Latina y ha alcanzado 

gran influencia en la definición de las agendas de reforma del Estado y políticas de reforma y 

modernización de la gestión pública. Concordante con esa visión, la XIII Cumbre 

Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno (2003) ha manifestado su “empeño en el 

fortalecimiento institucional del Estado, en lograr administraciones públicas más eficaces y 

transparentes y en promover los instrumentos necesarios para una mayor participación de la 

sociedad civil en procesos de toma de decisiones”. Seguidamente, y en la misma línea, la Carta 

Iberoamericana de Calidad de la Gestión Pública “reconoce que el Estado es un instrumento 

indispensable para el desarrollo económico, político y social de cualquier país, y que en la región 

tiene que orientarse a la atención de tres grandes problemas: la consolidación de la democracia, 

la necesidad de retomar el crecimiento económico y la reducción de la desigualdad social, 

garantizando la inclusión social” (para lo cual se requiere) “adoptar un nuevo modelo de gestión 

pública que recupera la capacidad de las administraciones públicas iberoamericanas como 
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instrumentos útiles y efectivos al servicio del bien común o interés general de sus respectivas 

sociedades” (CLAD, 2008: 3).  

La gestión pública en términos de propósito, organización y personas se caracteriza, 

“primero, por buscar un manejo eficiente de los recursos públicos aprovechando instrumentos de 

mercado y los espacios competitivos para su destinación; segundo, por enfocarse en el 

desempeño del sector público con base en resultados; tercero, por orientar el comportamiento 

racional individualista hacia fines colectivos por medio de instituciones que contienen 

estructuras de incentivos; cuarto, por flexibilizar y desregular procedimientos; quinto, por 

descentralizar funciones y, finalmente, por reducir la relación gobierno-sociedad a la interacción 

entre proveedor-clientes” (Cano Blandón, 2008, pág. 163). Bajo estos parámetros, lo que se 

pretende es brindar servicios públicos cualificados a los ciudadanos, y en últimas, que la 

organización pública le sirva a ka sociedad,  que atiendan sus demandas y se garanticen sus 

derechos satisfaciendo sus reclamaciones, la participación ciudadana que impulsa la Gestión 

Pública debe fortalecer los niveles de información, consulta y cooperación en la que se ha venido 

construyendo.   

Las propuestas gerencialistas, han venido privilegiando los mecanismos de información, 

dado que, por los altos índices de corrupción gubernamental, las reformas requieren mecanismos 

efectivos de transparencia y mejora en la rendición de cuentas. El uso de las tecnologías de 

información y comunicación cada vez de más frecuente entre los ciudadanos, sirve para 

optimizar el funcionamiento del gobierno en el escenario endógeno y su relación con la 

ciudadanía, en su capacidad exógena, son de alta utilidad y una prioridad bajo este modelo. 

Aunado a lo anterior, cada día se implementan mejores mecanismos de consulta ciudadana en 

diferentes ámbitos de la vida pública y privada, llevando al gobierno a tener mejor información 



DAÑO ANTIJURÍDICO Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS   41 

 

sobre los servicios que ofrece, la calidad de los mismos, las preferencias de los beneficiarios y la 

manera como atiende a sus reclamaciones o, lo que es más importante, para conocer la 

percepción sobre los burócratas de calle, si es del caso. Aunado a lo anterior, un mecanismo que 

viene asentándose en la Gestión Pública es el cooperativo, la cooperación que se pretende con los 

ciudadanos está fundada en lo que los economistas del comportamiento han denominado los 

incentivos; esto significa que buscan la cooperación a partir de la motivación racional limitada a 

los seres humanos para que mediante el estímulo ofrecido, se decidan a ayudar o participar, 

“pero que actuando racionalmente, esto es, buscando sus propios intereses, responden a los 

incentivos dirigidos desde el Estado y orientan su acción hacia objetivos colectivos” (Cano y 

Balndón 2008, págs. 163-164). 

Las políticas de gestión pública pueden ser catalogadas como amplias prácticas 

administrativas que se expresan en reglas institucionales y rutinas organizacionales, en espacios 

propios de la dirección financiera y la planeación del gasto, el servicio civil para la selección de 

personal y las relaciones en el mundo del trabajo, compras públicas, estructuración y 

procedimientos, evaluación y seguimiento con auditorias. El área donde se aplican estas políticas 

y, también, las mencionadas reformas es la administración pública, que Echebarría y Cortázar 

(2007) definen como “el agregado de organizaciones, personas, reglas formales e informales, 

capacidades y prácticas, cuya misión normativa es convertir las políticas, las leyes y el 

presupuesto en servicios útiles a los ciudadanos” (pág. 139) . 

La gestión y la intervención pública se materializan en políticas públicas y, para delimitar el 

concepto de políticas públicas es imperioso revisar diferentes definiciones en autores que han 

abordado la conceptualización de las mismas. Está el ejemplo de Kraft y Furlong (2006) 

manifiestan:  
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“Una política pública es un curso de acción o de inacción gubernamental, en respuesta a 

problemas públicos”. Varios autores consideran que en las “políticas públicas se reflejan no sólo 

los valores y principios más influyentes de una sociedad, sino que también el conflicto entre esos 

valores, y que las políticas muestran a cuál de los diferentes valores, se le asigna la más alta 

prioridad en una determinada decisión, es eso lo que queda plasmado en la política o se 

evidencia en la implementación” (Kraft y Furlong, 2006, citado en Torres, 2013, pág. 58).    

Los autores argumentan que cuando las políticas públicas se implementan, lo que se pone de 

manifiesto son los valores imperantes en la relación entre la sociedad y el Estado, esta relación, y 

los conflictos entre los valores evidenciados, generan nuevos problemas sociales que requieren la 

atención e intervención con nuevas políticas públicas para mitigar los riesgos que enfrentaran los 

valores y el relacionamiento (Mancera Díaz, 2014, págs. 7-8).   

Dentro de las numerosas definiciones que se pueden encontrar en la literatura sobre políticas 

públicas, no podemos dejar de lado al reconocido profesor de la Universidad Externado de 

Colombia que acuño su propia definición al manifestar:  

“Las actuaciones de los gobiernos y de las otras agencias del Estado, cuando las 

competencias constitucionales así lo determinan- en desarrollo de ese marco y de las demandas 

ciudadanas – caracterizadas porque constituyen flujos de decisión – o una decisión especifica –

orientadas a resolver un problema que se ha constituido como público, que moviliza recursos 

institucionales y ciudadanos bajo una forma de representación de la sociedad que potencia o 

delimita esa intervención ( Cuervo, 2007, citado en Valencia,2008, p17).   

Este autor manifiesta que, dentro de los objetivos que persiguen las políticas públicas se 

encuentra la solución a problemas públicos, y que para poder dar solución o al menos acercarse a 

ella, se requiere del compromiso y participación decidida de la institucionalidad, especialmente 
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de los tomadores de decisiones, con mecanismos reales de representación social para encontrar la 

solución de los problemas. Cuando hablamos de la relevancia que tiene la participación de los 

gobernantes y tomadores de decisiones de las instituciones en la implementación de las políticas 

públicas, el reconocido politólogo Pedro Medellín subraya manifestando “Las políticas públicas 

evidencian el grado de control que efectivamente tiene el gobernante sobre el aparato estatal y la 

sociedad que gobierna” (Medellín Torres, 2004, p. 16),  El mismo autor, acuña de manera 

perfecta la articulación entre gobernanza y política públicas: “no solo las políticas públicas son 

una solución a los problemas públicos, si no que evidencia el control y el liderazgo que un 

gobernante tiene sobre su Estado y la importancia que éste le da a mejorar la calidad de vida de 

las personas que representa”.   

Tomando las definiciones anteriores podemos concluir que, las políticas públicas se 

convierten en una herramienta para la mitigación de problemas sociales de un Estado; buscan 

garantizar calidad de vida y los derechos fundamentales de los ciudadanos, especialmente de 

aquellos que se encuentran en condiciones más vulnerables y que, con la implementación de las 

mismas “no sólo se mide el avance social que un Estado tiene, sino la capacidad del gobernante 

de garantizarle a la sociedad una calidad de vida digna dentro del sistema político” (Mancera 

Díaz, 2014, pág. 9).   

El campo jurídico no es ajeno a la gobernanza, la gestión pública y la necesidad de políticas 

para su mejoramiento en los diferentes ámbitos de implementación; en el último tiempo ha 

venido siendo foco de interés por las consecuencias que conlleva, específicamente en lo que a la 

gestión de la defensa judicial se refiere dadas las implicaciones que tiene y que podemos 

enunciar en dos grandes bloques, un primer bloque tiene que ver con las implicaciones jurídicas 

propias por el aumento en su litigiosidad y la creciente importancia que están teniendo las 
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querellas judiciales que involucran al Estado y, un segundo bloque que tiene que ver con los 

riesgos fiscales que esto representa, dada la alta probabilidad de perder las demandas y los costos 

e indemnizaciones que esto acarrea y que van a repercutir de manera directa en los recursos 

públicos, especialmente en los recursos de inversión, con lo cual será necesario para pagar las 

condenas, recortar la garantía de derechos en otros sectores que podrían generar un nuevo foco 

de litigiosidad convirtiéndose en un círculo de daños antijurídicos que los ciudadanos no están en 

la capacidad de resistir, afectando con su actuar el interés general.   

La identificación conceptual de la “gestión jurídica estatal” en el país es reciente y hace muy 

pocos años es que se viene adelantando un debate al respecto. Lo anterior no significa que las 

instituciones públicas colombianas no fueran demandadas o que no se hubiesen defendido en los 

asuntos de responsabilidad por la causación de daños antijurídicos a los particulares en lo 

contencioso administrativo a través de las herramientas legales propias de cada proceso judicial 

durante toda su existencia republicana. Con el paso de los años y propio de los Estados de la 

segunda post guerra, se encuentra la tendencia que demuestra que el Estado en materia de 

responsabilidad pasó de no responder por nada a un Estado que responde por todo, propio de la 

misma evolución y transformación de los mismos Estados; lo cual produjo un cambio en la 

concepción y abordaje de las reclamaciones, pero un impactante golpe en materia fiscal, si bien 

el cambio es significativo, el riesgo de transición representa el cambio del Estado liberal al 

Estado benefactor y que se ha definido como: “el Estado liberal no asumía mayores obligaciones 

jurídicas y, por tanto, el monto total de litigio y condenas contra el mismo no era significativo. El 

Estado bienestar, en cambio, implicaría una extensión de la responsabilidad jurídica y del riesgo 

judicial del estado en el que se pretende que éste garantice, de una forma u otra, desde la 



DAÑO ANTIJURÍDICO Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS   45 

 

seguridad pública básica hasta la rentabilidad de la producción privada” (Alviar García, López 

Medina, & Rodríguez Garavito, 2005, págs. 4-5). 

Bajo este panorama, en el país se ha venido construyendo la necesidad de impulsar una 

política pública que incluya la reflexión en torno a la responsabilidad que implica la gestión 

jurídica de las entidades públicas y las repercusiones que tiene en el patrimonio estatal, la 

planificación y  la inversión pública, especialmente en los sectores menos favorecidos y en 

palabras de los expertos, han manifestado que:  “Se trata, en grandes líneas, de un proceso de 

profesionalización, especialización, sistematización, planeación y coordinación de la gestión 

jurídica estatal en todos sus diversos componentes”. (Rodríguez, Riscanevo, & Colmenares, 

2010, págs. 35-36)  .  

El artículo segundo de la Constitución Política consagra la protección y cobertura general de 

los derechos fundamentales y la responsabilidad recae en el Estado por el goce y disfrute de los 

derechos. El artículo noventa actualizó el régimen de responsabilidad por los daños antijurídicos 

que cause en virtud de la acción u omisión imputable a las autoridades públicas. Bajo este 

panorama, y con los supuestos del citado artículo noventa, en palabras de los expertos, con la 

constitución política de 1991 lo que se transformó en el país en materia de responsabilidad fue: 

“el ámbito de responsabilidad de actores estatales en Colombia se desligó del marco tradicional 

de defectos en la prestación del “servicio público” y se extendió a nuevas áreas (Carrillo & 

Varela, 2013, pág. 1). 

El nuevo enfoque consagrado en la constitución política en materia de responsabilidad 

Estatal originó dos retos para la institucionalidad Colombiana, el primero consistía en el cambio 

cultural que se debía generar para la prevención de daños antijurídicos que requieren que el título 

de imputación sea al Estado o a cualquiera de las autoridades públicas que lo represente y,  
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segundo, producto del reconocimiento constitucional y el nuevo sistema de responsabilidad, era 

previsible que se avecinaba un aumento en la litigiosidad por parte de ciudadanos y abogados 

para demandar la garantía de sus derechos que anteriormente no estaban protegidos y que ahora 

quedaban bajo la tutela exclusiva del Estado; para esto no se respondió con la capacidad 

institucional y las herramientas que ello ameritaba. Producto de la imposibilidad de afrontar estos 

retos, es tan solo cuando el costo fiscal desbordó las capacidades que se sensibilizaron en la 

necesidad de revisar los riesgos que estaban generando a partir del descuidado proceder de sus 

funcionarios que no se ajustaban rigurosamente a derecho y mucho menos a prestarle la atención 

debida a las nuevas formas de entender el campo de la responsabilidad estatal consagrada en la 

carta política.  

En el país, para los años 90, no se conocía un concepto de “gestión jurídica pública” que se 

acompañara de un “sistema de defensa judicial” y menos que pudiese estar compaginado con los 

nuevos principios constitucionales, eso significaba que la doctrina jurídica iba por un lado 

(Constitución) y la institucionalidad por otro (implementación constitucional), con lo cual se 

evidenció la debilidad para afrontar el aumento en las reclamaciones y actos de la administración 

pública que afectaran negativamente los derechos y garantías de los ciudadanos. En palabras del 

exdirector de la ANDJE lo explica así: “Los incentivos divergentes de los actores agravaron ese 

entorno de litigiosidad creciente: mientras que ciudadanos, empresas y abogados, al igual que la 

opinión pública y los medios de comunicación, captaron rápidamente el potencial benéfico del 

nuevo marco constitucional, los tribunales y las instituciones públicas demandadas, junto con sus 

abogados, tardaron en reaccionar y se aferraron a prácticas tradicionales anteriores a las de la 

litigiosidad masiva. Cuando lo hicieron se encontraron desbordados” (Carrillo & Varela, 2013, p. 

1) 
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El problema de las demandas contra el Estado Colombiano se convierte en una prioridad 

como objeto de estudio e investigación a partir del año 2002. Los primeros estudios fueron 

financiados por la banca internacional (-BID- Banco Interamericano de Desarrollo y Banco 

Mundial) y fue allí, en donde se identificaron las deficiencias y la necesidad de implementar de 

manera sistemática la estrategia de defensa jurídica del Estado (Carrillo & Varela, 2013,pág. 1).  

Los estudios inicialmente se centraron en dos áreas, una primera, dado el enfoque de los 

financiadores, se centraron en el costo fiscal y el impacto potencial de las condenas, y la 

segunda, se centró en el manejo de la litigiosidad contra el Estado, principalmente en el tamaño 

de la estructura institucional que se requería para atender el contingente judicial y lograr una 

defensa jurídica eficaz. A Carrillo & Varela y con base en los intereses de los estudios antes 

señalados, los resultados se pueden determinar por una parte, en la necesidad de anticipar y 

disminuir el daño antijurídico ocasionado por el actuar del Estado, y por otra, en que las 

entidades públicas, a pesar de ser demandadas permanentemente, su comportamiento era 

reiteradamente de manera inexperta, como si fueran litigantes ocasionales; esto significa que 

adolecen de sistemas integrados y estratégicos para afrontar las demandas en los tribunales y 

defender los intereses patrimoniales estatales, así como para el manejo del aumento de casos 

idénticos, pero que involucran diferentes entidades públicas de manera independiente. Esto fue 

realmente relevante, identificar una desarticulación y aislamiento para la protección de los 

recursos públicos, un campo jurídico que representó peligro judicial y fue un gran aprendizaje se 

dio en el área laboral.  

La pérdida reiterada de las demandas en contra de las entidades públicas demostraba las 

deficiencias de la institucionalidad para defender los intereses patrimoniales, especialmente las 

demandas con pretensiones muy desbordadas, que se incrementaban al traer los intereses y el 
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capital a valor presente durante el lánguido movimiento del proceso judicial hasta llegar a la 

terminación en segunda instancia (según estudio del Consejo Superior de la Judicatura un 

proceso judicial dura en promedio 13.5 años), ocasionando destinaciones incrementales de 

dineros públicos para el cumplimiento de las obligaciones dinerarias que afectan y disminuyen 

de manera directa los recursos de inversión. Es importante señalar que los recursos para el pago 

de sentencias y conciliaciones se destinan de los recursos de inversión, pues los gastos de 

funcionamiento no se pueden destinar a otra finalidad y afectarían la operación de la entidad y en 

la mayoría de las veces, esos recursos afectan el beneficio en otras áreas para las poblaciones 

más vulnerables y desfavorecidas de la sociedad. Muy relevante en los diagnósticos, fue develar 

que la creciente litigiosidad en contra del Estado afectaba la eficacia general de la 

administración, esto se determinó cuando se revisó la relación entre los resultados de las 

funciones asignadas a cada entidad y el mandato misional que era para lo que se había creado, es 

decir, aquello que debía servir a los ciudadanos con lo cual, al tener que defenderse, descuidaba 

las funciones propias por las que debía satisfacer las necesidades de los asociados por proteger 

los intereses patrimoniales y era algo para lo que no estaba preparada, así mismo, explicaba el 

aumento y necesidad de contratar abogados por encima de otras áreas técnicas necesarias en el 

devenir de la entidad, “situación que se agravaba cuando dos o más entidades tenían que 

responder de acciones generadas por acciones u omisiones muy similares (por ejemplo, en 

materia de seguridad social), en ocasiones multiplicada hasta por cientos o miles de veces” 

(Carrillo & Varela, 2013, pág. 2). 

Lo anterior evidenció, que, en la mayoría de las veces, las entidades públicas 

desaprovechaban las capacidades institucionales, humanas, técnicas y financieras en la defensa 

de los intereses que de optimizar las acciones, podían ser defendidos con mayor eficacia y a 
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menor costo, simplemente si adoptaban una articulación que permitiera definir una estrategia 

conjunta. Si lo anterior fuera poco, el deficiente régimen de responsabilidad de los funcionarios 

públicos impedía al Estado repetir contra los graves daños que ocasionaban sus operadores, 

conllevando aumentos desproporcionados de la desconfianza por parte de la ciudadanía y 

alimentando el aumento de la impunidad que conlleva el descredito por lo público y el desinterés 

por la administración. 

Con base en estos estudios preliminares, se construyó y consolidó la necesidad del Estado de 

diseñar la defensa jurídica de forma sistemática y articulada, que proporcionará a las 

instituciones estatales las herramientas para transformarse en litigantes diligentes y estratégicos, 

así como se comportan los litigantes frecuentes, y que además,  tuviese la capacidad de mitigar 

los incentivos perversos que habían desbordado el contingente judicial al igual que la cuantía de 

las pretensiones en los litigios que se habían convertido en fuente de explotación de recursos 

públicos con claros intereses privados. Para lo anterior, era indispensable reforzar la estructura 

institucional, que tenga capacidad no solamente de responder a los problemas permanentes de la 

administración pública, sino, también de enfrentar los de la rama judicial que presenta niveles de 

congestión e incapacidad de repuesta que desbordan cualquier credibilidad y confianza 

ciudadana por la ineficacia que presenta ante las demandas de los particulares. Esto significa en 

palabras de Carrillo & Varela, 2013, “enfrentar el desafío de pasar de un modelo de gestión 

jurídica reactivo a uno proactivo”.  

El concepto de daño antijurídico tuvo desarrollo principalmente en la doctrina española y 

como lo menciona el tratadista Tomás Ramón Fernández (1988):  

“Fue el producto puro y simple de la audacia de un grupo de jóvenes administrativistas 

que entonces empezaban su carrera académica en el seno de la sección de 
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Administración Pública del Instituto de Estudios Políticos, a la que el gobierno de 

entonces encargó la elaboración de un anteproyecto de Ley de Expropiación Forzosa. 

A dos de ellos, los profesores Garrido Falla y González Pérez y a un tercero, que 

asumió como ponente el protagonismo principal en la elaboración del citado 

anteproyecto de ley, el profesor García de Enterría” (pág. 97). 

Bajo las anteriores consideraciones, revisando la doctrina jurídica encontramos que el 

concepto de daño antijurídico fue elaborado por el profesor García de Enterría (1984), quien 

construye la categoría de daño antijurídico a partir de la definición de la lesión al consagrar: “el 

titular del patrimonio considerado no tiene el deber jurídico de soportarlo, aunque el agente que 

lo ocasione obre él mismo con toda licitud”, es decir, teniendo el estado toda la potestad para el 

actuar en materia de expropiación por la prevalencia del interés general, el particular, dueño de 

su patrimonio y del bien objeto de expropiación, no tiene por qué soportar tal expropiación sin 

una indemnización.  Complementando el tratadista agrega: “La calificación de un principio en 

justo o injusto depende de la existencia o no de causas de justificación (civil) en la acción 

personal del sujeto a quien se impute tal perjuicio. La causa de justificación ha de ser expresa y 

concreta y consistirá siempre en un título que legitime el perjuicio contemplado …Fuera de esta 

hipótesis, todo perjuicio o detrimento patrimonial imputable a un sujeto (a una Administración 

en nuestro caso) será una lesión, un perjuicio injusto, que por la propia virtualidad de esa última 

nota, tenderá a su reparación, generando un deber de resarcimiento, que es en lo que se concreta 

la responsabilidad civil”  (García de Enterría, 1984) 

Así las cosas, cabe preguntarse, ¿qué es el daño antijurídico desde la óptica de los intereses 

Estatales? Es el detrimento, menoscabo o lesión que sufre el patrimonio de una persona a causa 

del proceder de otro, en este evento ese -otro- es el Estado o la Administración Pública, que 
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como resultado de la acción u omisión en su accionar, produce un daño que se califica como 

antijurídico en la medida en que el particular que es destinatario del mismo no tiene la obligación 

jurídica de soportarlo.  

En Colombia, es a partir del artículo 16 de la Constitución Nacional de 1886 que se 

determina el origen de la responsabilidad extracontractual del Estado, es a partir de allí que la  

jurisprudencia a través del Consejo de Estado, construyó y estableció nuevos regímenes de 

responsabilidad, los cuales se conocieron como la falla del servicio presunta o probada y los 

sistemas de responsabilidad no condicionados a la existencia de la falla del servicio. 

 A partir del año 1991, con la expedición de la Constitución Política, se estableció en el 

artículo 90 la responsabilidad patrimonial del Estado en virtud del daño antijurídico, frente al que 

algunos críticos sostienen que no se presentaron cambios en el régimen de responsabilidad que se 

venía aplicando, esto significa, que siguen teniendo vigencia los sistemas de falla del servicio 

probada, presunta y los no condicionados a la falla del servicio u objetivos; siendo el daño 

antijurídico la categoría más importante, los sistemas anteriores, deben ser tratados como 

especies del mismo, es decir, como derivados del daño antijurídico.  

Reconocidos autores sostienen que cuando se plasmó el concepto de daño antijurídico en el 

artículo 90 arriba citado, lo que se estableció fue un sistema de responsabilidad común, es decir, 

se hizo regla general la responsabilidad objetiva; esto significa que se tiene una responsabilidad 

en la cual se le resta toda la importancia al elemento culpa, que es absolutamente distinto a lo 

que conocíamos en la tradición jurídica colombiana, y que, en la jurisprudencia resiente del 

Consejo de Estado, viene como tendencia la “objetivación de la responsabilidad del Estado, 

aunque aún se habla de los sistemas donde se presenta una falla del servicio probada o presunta” 

(Irasarri Boada, 2000, pág. 9).  
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Con la Constitución Política de 1991, el examen judicial de la responsabilidad 

extracontractual del Estado modificó las reglas de reconocimiento, puesto que el único sustento 

para ello se centra en el daño, lo que desvanece el elemento intencional o subjetivo del autor del 

daño, esto en los sistemas anteriores había cobrado mayor importancia; los efectos derivados de 

ésta interpretación consisten en la variación para  determinar el régimen de responsabilidad para 

el estudio a cada caso concreto, de igual manera, la posibilidad indemnizatoria de los perjuicios 

acaecidos a las víctimas, el daño causado a la víctima tanto en su patrimonio como en su fuero 

extrapatrimonial, por lo que los regímenes implementados de responsabilidad  ya no son el 

fundamento sino que se convierten en argumentos jurídicos destinados a obtener la 

responsabilidad del Estado. (Rodríguez J. L., 2014)  (Rodríguez J. L., 2014)   

Bajo las anteriores consideraciones, el daño antijurídico, tal como se encuentra consagrado 

en la Constitución Política, tiene tres elementos esenciales para reclamar del Estado la 

responsabilidad patrimonial para la indemnización de los perjuicios causados a cualquier  y son: 

“1. La existencia de un daño antijurídico. 2. Que dicho daño haya sido ocasionado por la acción 

o la omisión de la autoridad pública. 3. Que dicho daño sea imputable al Estado” (Fajardo & 

Guzmán, 2010, pág. 48). La presencia de estos elementos, será analizada en control judicial y por 

creación jurisprudencial, a partir de la existencia de tres teorías que permiten la clasificación de 

la responsabilidad del Estado a saber: “1. Teoría de la falla en el servicio. 2. Teoría del daño 

especial. 3. Teoría del riesgo excepcional” (Fajardo & Guzmán, 2010, pág. 50).  

El daño causado es antijurídico, cuando se hace necesaria la presencia del nexo causal frente 

a la acción u omisión de un representante del Estado, lo que determina que no puede ausentarse 

la relación de causalidad para la imputación del daño. Lo anterior deviene en que: “El 

fundamento de la responsabilidad administrativa desplaza el concepto subjetivo de la 
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antijuridicidad de la acción del Estado al concepto objetivo de la antijuridicidad producido por 

ella. Esta antijuridicidad habrá de predicarse cuando se cause un detrimento patrimonial que 

carezca de título jurídico válido y que exceda de las cargas que normalmente debe soportar el 

individuo en su vida social” (Fajardo & Guzmán, 2010, pág. 51). 

Bajo estas consideraciones, el exmagistrado del Consejo de Estado, Doctor Ricardo Hoyos 

Duque exponía que tradicionalmente la teoría de la responsabilidad en Colombia, especialmente 

la que se aplica en las altas cortes, está fundada en la anacrónica concepción de culpa ya que se 

predica: “no hay responsabilidad sin culpa comprobada”, que era venerado en la literatura 

jurídica y, considerado desde el derecho romano como una verdad fundamental. Quien sufría un 

accidente o era víctima de un daño antijurídico cualquiera, para reclamar la reparación y tener 

posibilidades de éxito en el litigio debía proveer al proceso judicial la triada probatoria: “1) debía 

demostrar que realmente había sufrido un perjuicio; 2) que su adversario había cometido una 

culpa y 3) que el perjuicio se originaba en dicha culpa”. Así las cosas, bajo este sistema de 

responsabilidad, quien fungía como demandante tenía la obligación de demostrar los tres 

elementos señalados, lo que en el argot jurídico se denomina: carga de la prueba; y, en la 

mayoría de los casos resultaba imposible por las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que 

ocurría el hecho causante del daño, un ejemplo que utiliza el Doctor Hoyos Duque para explicar 

lo anterior, lo señala en los siguientes términos: “como en el caso del peatón atropellado por un 

automóvil en un lugar oscuro y sin testigos, donde imponer a la víctima o a sus herederos la 

carga de la prueba equivalía a negarles la posibilidad de indemnización” (Hoyos Duque, 2000) 

Queda claro que, el fundamento esencial del ordenamiento jurídico colombiano en materia 

de responsabilidad estatal se encuentra constituido por el daño antijurídico y los elementos aquí 
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esbozados, y lo que contiene en materia práctica para los particulares es el principio 

constitucional de igualdad ante la ley y las cargas públicas.  

Ahora bien, el paso inicial para el diseño de la política de prevención del daño consiste en 

definir su significado, dado que partir del concepto es preciso delimitar su propio contenido. Se 

define la política DE PREVENCIÓN DEL DAÑO ANTIJURÍDICO como el “uso consciente y 

sistemático de los recursos públicos a través de decisiones legales, administrativas, regulatorias y 

sobre prioridades de gasto específico que se pretende solucionar” (ANDJE, 2013).   

El contenido de la política de prevención será: i) identificación de problemas: conocer las 

deficiencias que generan daños antijurídicos; ii) Intervención de problemas: diseño y elaboración 

de estrategias que mitiguen los riesgos y los daños identificados; iii) Cuantificación de la 

solución: hay que conocer los costos que implica la solución que se pretende implementar; iv) 

Cronología de la implementación de la solución: esto permite conocer el tiempo y los resultados 

para la implementación de la soluciones propuestas; y finalmente, v) Monitoreo y la Evaluación. 

Hacerle seguimiento a lo propuesto como solución para la verificación o corrección del camino 

propuesto. Lo anterior se traduce, en palabras de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado como: “el documento de la política de 

prevención del daño no es otra cosa que un plan de acción integral a implementar por parte de la 

entidad para solucionar, mitigar o controlar la problemática generadora de daño”. (ANDJE, 

2014). 

Bajo este panorama, la política de prevención busca evitar que la administración pública le 

cause un daño antijurídico a cualquier persona de un territorio determinado bien sea por su 

acción o por la omisión de sus competencias y responsabilidades para garantizar los derechos de 

los ciudadanos en la provisión de bienes y servicios públicos. Lo anterior significa que, la 
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política es una herramienta jurídica para enfrentar la acción sistemática de oficinas de abogados 

dedicadas a pretender las condenas contra las entidades estatales en el menoscabo de las finanzas 

públicas y el detrimento de la inversión social.  

La Auditoría General de la República en su documento de  Política de prevención del daño 

antijurídico preciso de manera significativa el objetivo del trabajo que se pretende realizar al 

manifestar que: “el objetivo perseguido es que al interior de la entidad se cree una cultura de 

prevención del daño antijurídico en todas las actividades desarrolladas, con el fin de identificar 

aquellas acciones u omisiones que los ocasionan y tomarlas medidas que contribuyan a mejorar o 

eliminar esas causas que generan procesos judiciales” (Auditoría General de la República, 2013).   

 “En el artículo 90 de la Constitución, se consagró la responsabilidad patrimonial del 

Estado, por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o por la 

omisión de sus autoridades públicas.  No distingue la norma de la fuente de la responsabilidad, 

no dice si es contractual o extracontractual, o con ocasión de un acto administrativo; en forma 

genérica indica que puede surgir de la acción o la omisión de las autoridades públicas, con la 

cual se causa un daño antijurídico, y esa acción u omisión se puede presentar con ocasión de un 

contrato, o por fuera de él‚ como en el caso del que ahora se ocupa la Sala, o con la expedición 

de un acto administrativo. De cualquiera de esas causas puede surgir el daño antijurídico que 

acarrea la responsabilidad patrimonial del Estado”. (Resaltado fuera del texto).  

Retomando lo señalado en la introducción de éste trabajo, la responsabilidad del comité de 

conciliación consiste, por mandato legal, en el estudio y decisión, teniendo en cuenta las 

pretensiones y especificidades de cada caso concreto, sobre la posibilidad de conciliar y terminar 

lo que puede ser un litigio de largo aliento de una manera pronta y oportuna que cause los 

menores costos posibles, o de identificar y determinar la procedencia de otro mecanismo 
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alternativo que solucione el conflicto presentado a consideración, lo anterior no se determina de 

manera caprichosa o a interés de sus integrantes, en derecho público los funcionarios siempre 

están sometidos al imperio de la ley y solo pueden hacer lo que ésta les permite, teniendo de 

presente los procedimientos, los fundamentos y los controles establecidos en las leyes sustantivas 

buscando siempre proteger el patrimonio público y los intereses de la entidad que representan. Es 

por lo anterior que la decisión de conciliar, en sí misma, no acarrea investigaciones disciplinarias 

(que es el mayor temor de los integrantes del comité), ni de responsabilidad fiscal, y menos que 

se presente la acción de repetición contra los integrantes por las decisiones que tomen para la 

procedencia y resolución de los conflictos en sede gubernativa (Presidencia de la República de 

Colombia, 2009).  

Con las anteriores herramientas y consolidando los conceptos de gobernanza, daño 

antijurídico y política de prevención podemos aducir que una política pública para el tema 

jurídico es una herramienta de solución a los problemas identificados causantes de daño 

antijurídico, que requieren la destinación de recursos públicos y diferentes decisiones legales, 

administrativas, presupuestales y hasta sancionatorias para la eficiencia de la gestión pública. De 

manera concreta, la política de prevención del daño antijurídico se consolida como la mejor 

solución a los problemas que generan litigiosidad e implican la destinación presupuestal para 

mitigar las acciones o hechos que propician el daño antijurídico, “mejorando la gobernanza, 

protegiendo los recursos públicos y haciendo eficaz la gestión jurídica territorial” (ANDJE, 

2013).   
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3. Metodología 

 

Este trabajo de investigación se realiza bajo los parámetros de los estudios de caso explicativo, el 

cual uno de sus mayores exponentes es Robert Yin (1994) quien manifiesta que este tipo de 

metodología es la mejor a utilizar cuando la pregunta de investigación se formula en los términos 

de: “dónde”, “cómo”, “quién”, “qué” y “por qué”, aunado a que la investigación esté relacionada 

con un caso de la vida real, que sucedió y que tiene un periodo de análisis determinado (p. 1.). 

Con mayor precisión, la definición del caso de estudio explicativo manifiesta: “aquel en que el 

análisis permite identificar la mejor explicación —entre explicaciones alternativas— sobre un 

cierto conjunto de eventos, la que luego puede aplicarse a situaciones similares dentro del mismo 

fenómeno” (Yin, 1994, p. 5). Aquí la palabra “caso” tiene el siguiente significado: “experiencias 

en las cuales los eventos involucran formulación de intervenciones que pueden llevar a cambios 

en las políticas de gestión pública”. (Barzelay et al, 2003, p. 23) 

En palabras de Umberto Eco (1977), el estudio de caso explicativo “está dirigido a 

responder a las causas de los eventos físicos o sociales, dando a conocer por qué ocurre un 

fenómeno, proceso o hecho, en qué condiciones se da éste o por qué dos o más variables están 

relacionadas. Es un diseño más estructurado que los exploratorios y descriptivos y de hecho 

implica los propósitos de la investigación (exploración, descripción y correlación), además de 

proporcionar un sentido de entendimiento del fenómeno estudiado” (pág. 124). 

El trabajo busca identificar los resultados en la implementación de la política de prevención 

del daño antijurídico en la administración central del municipio de Bucaramanga durante los 

periodos de gobierno comprendido entre el 2007 a 2011, 2012 a 2015 y el primer año de 
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gobierno del periodo 2016 a 2019, así como si se han logrado proteger los recursos públicos de 

inversión para la satisfacción de las demandas ciudadanas.    

La información para este estudio se concentró en cinco fuentes principales: literatura 

académica, informes de organismos internacionales y de agencias públicas relacionadas con la 

temática, especialmente la Agencia para la Defensa Jurídica del Estado y el Ministerio del 

Interior, búsqueda y revisión de información disponible en sitios web de organismos públicos 

nacionales e internacionales, solicitudes de información al municipio de Bucaramanga y a la 

secretaria jurídica sobre las gestiones adelantadas en el objeto del estudio durante los periodos 

descritos anteriormente.  

La literatura académica aportará información acerca de resultados y hallazgos de 

investigaciones efectuadas sobre el daño antijurídico que está muy ligado a la defensa judicial de 

las instituciones públicas, hay que reconocer que el tema suscita mayor foco de atención por 

parte de entidades nacionales que las territoriales, pero será fundamental los documentos 

producidos por la ANDJE para el diseño de políticas de prevención del daño antijurídico en los 

distintos ámbitos de gobierno, pues son la guía del país en esta materia, las solicitudes de 

información (derechos de petición) obligan a los funcionarios públicos al suministro de 

información de manera clara y precisa y en un tiempo corto que permite ir precisándola de cara a 

las necesidades del estudio.  

La revisión de informes presentados al concejo municipal, de empalme de los periodos de 

las administraciones públicas por parte de la Secretaría Jurídica permitirá identificar los avances 

que se han tenido en la materia objeto de análisis. Los informes de organismos internacionales 

permitirán, además, tener una panorámica amplia sobre lo que se discute hoy en materia de 

defensa judicial de las entidades públicas en América Latina. La observación de sitios web 



DAÑO ANTIJURÍDICO Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS   59 

 

gubernamentales permitirá, particularmente en materia de gestión jurídica y gobernanza pública, 

determinar el modo de implementación y la funcionalidad que han alcanzado las Secretarías 

Jurídicas implementadas, especialmente en el ámbito de la prevención del daño antijurídico.  

Se realizaron dos solicitudes de información a la secretaría jurídica del municipio de 

Bucaramanga y serán analizados desde la perspectiva de los resultados y aprendizajes 

reconocidos por los funcionarios encargados de la entidad, toda vez que los encargados de la 

respuesta o mejor, del subproceso al interior de la secretaria jurídica que deben responder las 

solicitudes de información están desde la creación de la dependencia.  

La técnica de procesamiento de la información recolectada y utilizada en este estudio 

consiste en el análisis documental, para abordarlo de manera práctica y cercana a las ciencias 

jurídicas, se hace necesario que vayamos al significado que contiene el diccionario de la real 

academia de la legua española frente a las dos palabras que la componen a saber:  

Análisis: Estudio detallado de algo, especialmente de una obra o de un escrito.  

Documental: Perteneciente o relativo a los documentos.  

Documentos: Escrito en que constan datos fidedignos o susceptibles de ser empleados como 

tales para probar algo. 

De lo anterior se colige que la técnica utilizada consiste en el estudio detallado de las fuentes 

de información documental que contiene información fidedigna y que puede ayudarnos a 

sustentar o probar la pregunta de investigación; la literatura científica ha acordado que este 

abordaje se puede hacer desde dos perspectivas, por un parte la formal o externa, que consiste en 

la identificación de un documento en una colección; y por otra del contenido mismo del 

documento, que es la que utilizamos en este estudio, que como su mismo nombre lo indica, 

estudiamos el mensaje, la información o el estudio que incluye el documento y los temas que 
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aborda. De ello se puede realizar un resumen para conocer en profundidad el contenido y de ese 

mismo se puede elaborar un nuevo documento que permita una manera distinta de interpretar el 

contenido inicial.  

Al recuperar los informes en los que se da cuenta de la implementación de la política de 

prevención del daño antijurídico por parte de la secretaría jurídica del municipio de 

Bucaramanga y, se indaga en las demás fuentes señaladas anteriormente, lo que se pretende 

encontrar son los hechos, acciones, planes, programas y proyectos que permitan recuperar, 

inferir, determinar e identificar la información relevante y soportada para lograr los objetivos 

planteados en el presente trabajo, facilitando la cognición y el aprendizaje del investigador en la 

resolución de problemas y la toma de decisiones frente a la búsqueda de información que aporte 

a la solución de la pregunta de investigación.  

Finalmente es necesario indicar que la propuesta de análisis presentada en la sección 

anterior, se  ha cimentado en una guía para la inspección de fuentes secundarias, entendiendo que 

se hace necesario abordar el análisis de manera flexible, toda vez que resulta esencial recoger los 

elementos del entorno y la influencia que han tenido en el establecimiento de una dinámica 

cultural propia en la implementación de la prevención del daño antijurídico en el municipio de 

Bucaramanga.  

 Es necesario manifestar que la respuesta a las solicitudes de información por parte del 

municipio de Bucaramanga, no permitieron en algunos puntos, análisis a profundidad por la 

deficiencia en algunas de las respuestas y las prevenciones para el suministro de información que 

impedían que se pudiese sustentar de mejor manera algunas decisiones que habían tomado para 

mejorar al interior de la Secretaría Jurídica y en ocasiones discrepaba de los informes 

presentados al concejo municipal.    
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4. Exposición del caso de análisis 

 

Analizar el caso de Bucaramanga se hace relevante porque la ciudad hace parte de las cinco 

principales ciudades del país, y tiene un presupuesto anual que supera los novecientos mil 

millones de pesos según el presupuesto aprobado por el concejo municipal para la vigencia 2017, 

pero en la actualidad, el contingente judicial tiene en riesgo cuantificado de ciento noventa y un 

mil seiscientos treinta y nueve millones cuatrocientos noventa y siete mil cuatrocientos cuarenta 

pesos ($191.639.497.440. Cifra entregada por la secretaría jurídica del municipio de 

Bucaramanga en respuesta a la solicitud de información), lo cual representa casi un 40% del 

presupuesto de inversión del municipio y prende todas las alarmas en materia fiscal, pues son los 

sectores menos favorecidos y las poblaciones más vulnerables quienes se verían afectados en la 

imposibilidad de invertir en ellos por perder las demandas.  

Si bien la ANDJE no tiene competencia directa sobre el ente territorial para el caso del 

Municipio de Bucaramanga, dado que su competencia está determinada por la ley, la cual solo le 

otorgó facultades para asesorar y apoyar a los municipios de 4, 5 y 6 categoría (Artículo 2.2.3.3.1 

D.U.R 1069 de 2015), priorizando los municipios de menor capacidad institucional para el 

campo jurídico; los documentos de política y directrices diseñados por la agencia de defensa se 

podrían aplicar a cualquier entidad ajustando la realidad a las condiciones específicas; otra razón 

importante para tener al municipio de Bucaramanga como objeto de análisis consiste en la 

cantidad de litigios que cursan en contra del municipio, en los periodos analizados no han bajado 

de manera significativa, salvo por las acciones populares, en las cuales, por la eliminación legal 

del incentivo económico que consagraban por su presentación, dejaron de demandar y por ello se 

disminuyó el contingente en estas acciones.  
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Otra razón que lo hace objeto de estudio consiste en que en el año 2011, en virtud del 

Decreto 011 de 2011, realizaron un cambio en la estructura institucional para transformar la 

Oficina Asesora Jurídica en Secretaría Jurídica Municipal, propiciar la categoría de secretaría le 

permite discutir el presupuesto propio directamente con el Alcalde, entrar en la agenda de 

gobierno, tener presupuesto específico y definir las estrategias jurídicas de la entidad, aunado a 

estar en el rango de primer nivel de gobierno y contar con las herramientas institucionales para 

mejorar la gobernanza y construir las políticas públicas que requería el municipio en materia de 

la prevención del daño antijurídico y la gestión de la defensa jurídica.   

La Secretaría Jurídica del Municipio de Bucaramanga, es una dependencia de gestión, 

orientación y apoyo jurídico a la Administración Municipal que define los lineamientos de 

política pública materia de prevención del daño antijurídico.  

En cumplimiento al programa “Gerencia Jurídica Pública”, y subprograma “Estrategias de 

defensa judicial y prevención de daño antijurídico”, la Secretaría Jurídica ha ejecutado en mayor 

medida el presupuesto de funcionamiento de acuerdo a las actividades misionales de la 

dependencia en concordancia con el artículo 3 de la Ley 617 de 2000, por tanto, las metas se 

enfocan en este componente y especialmente en la defensa judicial, en donde se encuentran los 

siguientes:  

Objetivos Generales  

• Prevención del Daño Antijurídico: Comprender la eficacia y eficiencia en el desarrollo de 

las actividades misionales, minimizando el riesgo que pueda derivar de situaciones que por 

acción o por omisión conlleve al reconocimiento y pago de cuantiosas indemnizaciones.  

                                                 

 Los Gastos de funcionamiento son aquellas erogaciones necesarias y recurrentes del estado que garantice el normal 

funcionamiento de la administración territorial para el desempeño de sus competencias. -Departamento Nacional de 

Planeación. 
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• Defensa judicial:   

- Estructurar estrategias unificadas y calculadas para la defensa judicial, coordinando 

interinstitucionalmente la materialización de dichas directrices.  

- Asesorar y realizar seguimiento a los procesos de defensa judicial del Municipio de 

Bucaramanga  

- Elaborar estadísticas confiables en relación a las cuantías, pasivos contingentes y número 

de procesos.  

- Realizar el registro y seguimiento de los procesos a través del software “Sistema jurídico 

integral” y tecnificar las labores de seguimiento en los juzgados. 

Organigrama 

Figura  1 Organigrama Secretaria Jurídica Alcaldía de Bucaramanga. 

Durante el periodo de Gobierno Municipal comprendido entre el año 2007 y 2011 se creó la 

Secretaría Jurídica en el municipio de Bucaramanga a través del Decreto 011 de 2011, con lo que 

se pretendía mejorar la orientación jurídica y la defensa del municipio. Anteriormente, 

funcionaba como Oficina Asesora la cual no tenía competencia para ser ordenadora de gasto, y  

SECRETARÍA JURÍDICA 

Melba Fabiola Clavijo de Jácome 

ASUNTOS LEGALES PROCESOS  
JUDICIALES 

ACCIONES  
CONSTITUCIONALES 

Acciones Populares 

Tutelas 

CONTRATACIÓN CONCILIACIONES 
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le impedía contratar sus propios requerimientos, lo que hacía más dispendioso su 

funcionamiento. Ya con la Secretaría Jurídica, no solo era el cambio de la denominación y la 

competencia, también se crearon nuevos cargos para el mejor funcionamiento y con mejor 

capacidad de respuesta institucional que le permitiera asumir las funciones con mejor 

desempeño, dando una estructura temática y especialmente, para liderar y crear la política 

jurídica del municipio. En el periodo de gobierno de los años 2012 al 2015, se debió implementar 

toda la estructura de la nueva Secretaría y, por el momento que se vivía frente al tema por la 

creación de la Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, fue necesario abordar el 

análisis con mayor rigurosidad, esto para identificar si se realizaron modificaciones o cambios a 

lo que se pensó inicialmente con la creación de esta Secretaría o se hacía inoperante y había 

resultado eminentemente cosmética la transformación.   

El último año, 2016, es importante porque, es en este periodo de Gobierno, donde se 

presenta una ruptura en la continuidad de gobiernos liberales y el nuevo Alcalde electo, gana por 

una coalición ciudadana al provenir del sector empresarial e implementa unas políticas y 

estrategias del sector privado en la administración pública, poniendo en riesgo el presupuesto del 

municipio, al no cumplir de manera oportuna las obligaciones y cuentas de la administración 

anterior, trayendo como consecuencia, el aumento del contingente judicial de los contratistas 

buscando solución de pago a sus cuentas ya ejecutadas.  

La secretaría jurídica enfoca la atención en el seguimiento del plan de desarrollo del 

gobierno de “las ciudadanas y ciudadanos”, inmerso en la línea de gobernanza democrática, para 

los componentes de: gobierno participativo y abierto, y gobierno efectivo. Cada uno de estos 

componentes se enmarca en los subprocesos que tiene la Secretaría Jurídica, un procedimiento 

importante para resaltar de éste periodo es la manera específica como a través del Decreto 122 de 
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2016, la nueva administración en la actualización del manual de funciones y competencias 

laborales, para el caso de la Secretaría Jurídica, determina que es esta dependencia la que debe 

liderar el comité de conciliación de manera explícita.  

Las acciones constitucionales, la acción de tutela, las acciones populares y las acciones de 

cumplimiento, para el primer trimestre del año 2017 se presentaron muchas acciones de tutelas 

interpuesta por los ciudadanos, especialmente en lo referente al derecho de petición y al acceso a 

la información pública, incumplimiento en subsidios de arrendamiento y otras causas. 

Las acciones populares, de acuerdo con el Decreto 168 de 2011, donde el alcalde delegó, en 

las secretarías de despacho, el desarrollo y el seguimiento de estas acciones populares, no 

obstante, la Secretaría Jurídica hace seguimiento permanente a las mismas, que para en el primer 

trimestre del año 2017, fueron 15 acciones populares las repartidas en las distintas Secretarías y 

para el segundo trimestre, se recibieron nueve, para un total de 24 demandas presentadas por los 

ciudadanos en contra de la alcaldía municipal.  

En este periodo, cursan 574 acciones populares, en las distintas Secretarías por temas 

diversos que son atendidos, al igual que fallos por cumplir de vigencias anteriores; esto significa 

que no son nuevos procesos judiciales, sino que, por las demoras judiciales, fueron demandas 

impetradas en las administraciones anteriores. En este último trimestre del año 2017, se redujo a 

228 acciones populares en relación al trimestre anterior, que fueron de 304 de las mismas 

acciones ya enunciadas, atendiendo las que ya venían tramitándose en los despachos judiciales.  

En cuanto a las acciones de Cumplimiento, son pocas las reportadas, tan solo ocho acciones 

de esta clase. En relación a los procesos judiciales que van desde las distintas demandas que 

interponen los ciudadanos por distintos medios de control y los procesos penales hasta el cobro 
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coactivo, tan solo en el segundo trimestre del 2017, ingresaron 133 demandas por distintos 

motivos.  

En la Secretaría Jurídica del Municipio, los procesos judiciales activos, según información 

suministrada en la respuesta a la solicitud de información (Derecho de Petición) a 30 de junio de 

2017, eran un total de 2.217 procesos que se estarían adelantando, de los cuales 74 serían 

acciones penales. Es oportuno resaltar, con respecto del pasivo contingente que, aplicando la 

fórmula establecida por el Ministerio de Hacienda, el pasivo contingente para los años 2015 y 

2016 se estableció según la metodología del Ministerio de Hacienda y Crédito público y ascendía 

a la suma de $161.448.994.668 y $191.639.497.440 respectivamente; para el año 2017, con corte  

a treinta de junio asciende a la suma de: $81.862.474.675, pero el cálculo se realizó teniendo en 

cuenta la metodología consagrada en la Resolución 353 de 2016 de la ANDJE para el cálculo del 

pasivo contingente. (Lamentablemente no suministraron la información que soportara este 

cálculo y para efectos del presente trabajo, dado que la diferencia es superior al 50%, tomaremos 

la medida a corte 2016 por ser el más alto).  

El Decreto 1069 del 26 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único 

Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho”, en el artículo 2.2.4.3.1.2.2, determina que “el 

Comité de Conciliación constituye una instancia administrativa para el estudio, análisis y 

formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la 

entidad” (Presidencia de la República de Colombia, 2015).  

Así mismo, el artículo 2.2.4.3.1.5 del anterior decreto, manifiesta que “corresponden al 

Comité de Conciliación y Defensa Judicial, la formulación y ejecución de políticas de 

prevención del daño antijurídico y el diseño de políticas generales para la orientación de la 

defensa de los intereses de las entidades”. (Decreto 1069 del 26 de 2015). 



DAÑO ANTIJURÍDICO Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS   67 

 

Las conciliaciones que fueron presentadas por la secretaría jurídica, a los integrantes del 

comité de conciliación, durante el segundo trimestre del año 2017 fueron 218 conciliaciones, de 

las cuales cinco fueron conciliadas.  Lo anterior demuestra la necesidad de hacer un exhaustivo 

análisis de las políticas de prevención en daño antijurídico y los distintos instructivos pendientes 

de lograr la prevención del daño antijurídico. 

Estado del contingente judicial del Municipio de Bucaramanga:  

Acciones Constitucionales: 

1.1 Acciones de tutela.  

La Secretaría Jurídica dentro de sus acciones de mejora ha dado la importancia y relevancia 

que corresponde a la Acción de Tutela. Asume la defensa del Municipio (salvo en aquellos 

asuntos que son del resorte propio de cada secretaría) y dentro del respecto y acogimiento al 

ordenamiento legal, propone sus tesis ante la Jurisdicción.  

Como resultado de estas acciones se ha obtenido los siguientes resultados:  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura  2 Estado de las acciones de tutela instauradas en 2016 
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Esta figura demuestra dos cosas, por un lado, la eficacia en la defensa de las acciones de 

tutela por parte de los abogados del municipio al tener 114 decisiones favorables; y, por otro 

lado, la cantidad de acciones que le interponen, eso es necesario revisarlo de cara a la prevención 

del daño antijurídico, toda vez que podría llevarse a no requerir del mecanismo judicial para la 

garantía de los derechos.    

 

Figura  3 Índice por derecho fundamental vulnerado. 

 

Esta información demuestra que hay un trabajo por resolver al interior de la administración, 

nótese que el mayor número de acciones de tutela eran para garantizar el derecho a la vivienda, 

seguido al derecho al trabajo por mototaxismo y el derecho de petición, con lo cual se hace 

necesario informar mejor a la ciudadanía sobre los requisitos para acceder al derecho, así no se 

desgasta la administración municipal, la rama judicial y la misma ciudadanía.  
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Síntesis de productividad  

Tabla 1  

Porcentaje de efectividad acciones de tutela de 2016. 

Fallo Cantidad % Efectividad 

A Favor 114 

91.2% 

En Contra 11 

 

Si bien hay una efectividad en la defensa, también hay que revisar lo referente a los derechos 

de petición, pues esto es un asunto que se puede resolver en la gestión gubernativa sin necesidad 

que vaya a la rama judicial. Algo para resaltar en esta materia es que esa efectividad para tener 

decisiones a favor, desincentiva a los ciudadanos para que interpongan acciones constitucionales 

en contra del municipio al saber que tienen un alto grado de perdida de los procesos, por otra 

parte, es muy importante que el municipio a través de los argumentos utilizados para su defensa 

en los estrados judiciales, ha consolidado en reiteradas sentencias favorables razones de derecho 

que puede utilizar en casos similares citando como precedente, precisamente las sentencias en las 

que ya ha ganado.  

 

1.2 Acciones populares  

 

Respecto de las Acciones Populares se encuentran delegadas en las Secretarías de Despacho y el 

Jefe del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público –DADEP- conforme 

al Decreto 0168 de 2011, esto significa que no es la Secretaría Jurídica la responsable de 
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atenderlas.  En este orden de ideas, a esta última le corresponde hacer seguimiento permanente a 

los procesos e impartir instrucciones y orientaciones que faciliten la defensa del Municipio.  

A. Acciones populares que cursan en contra del municipio de Bucaramanga y 

delegadas por Secretaría. 

Tabla 2  

Acciones populares que cursan en contra del municipio de Bucaramanga y delegadas por 

Secretaría. 

Secretarías Activas Tema recurrente 

Secretaría 384 

Recuperación espacio público (ilegalidad de 

antejardines)  

Instalación de losetas texturizadas y/o 

infraestructura para personas en condición de 

discapacidad.  

Secretaría de Infraestructura 148 

Arreglo de andenes y sardineles  

Reparación malla vial  

Construcción de obras de estabilización  

Secretaría de Interior 74 Reubicación y construcciones en riesgo  

Defensoría Espacio Público 53 
Recuperación de espacios público (parqueaderos en 

espacios públicos – vendedores ambulantes)  

Secretaría de Salud 20 Salubridad pública  

Secretaría de Educación 9 
Derecho a la educación (Deterioro de las 

instalaciones educativas)  

Secretaría Administrativa 1 
Adecuación de las instalaciones de la Alcaldía de 

Bucaramanga, para personas con discapacidad  

TOTAL 689   

  

Los datos contenidos en la tabla anterior muestran que el mayor número de acciones están 

para la garantía de los derechos al espacio público y de las personas en condición de 
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discapacidad, relacionado con el espacio público, se requiere la texturización de los andenes para 

que sirvan de guía y permita el uso, goce y disfrute del espacio público de esta población; las 

demás acciones están relacionadas con infraestructura, que representan el 97% de las acciones y 

tan solo el 3% relacionadas con salud pública.   

B. Acciones populares de vigencias anteriores pendientes de cumplimiento de fallo   

La Secretaría Jurídica a través del Subproceso Acciones Populares está realizando un 

seguimiento a las acciones que se encuentran activas contra del Municipio de Bucaramanga 

haciendo énfasis en los fallos pendientes de cumplir a través de mesas de trabajo coordinadas 

con las diferentes secretarías.   

Tabla 3  

Acciones populares de vigencias anteriores pendientes de cumplimiento de fallo. 

Secretarías 

No. Fallos 

Acumulados 

Por cumplir 

Fallos 

archivados 

Fallos Pendientes 

Por cumplir 

Secretaría de Planeación 196 14 182 

Secretaría de Interior 38  38 

Secretaría de Espacio Público 36  36 

Defensoría de Infraestructura 31 12 19 

Secretaría de educación 2  2 

Secretaría Salud y Ambiente 1  1 

Total 304 26 278 

 

Síntesis de productividad  

Se registraron en la Secretaría Jurídica 14 de acciones populares nuevas en el primer 

trimestre, las cuales fueron asignadas a las secretarías respectivas de acuerdo a su competencia.   
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Tabla 4  

Síntesis de productividad. 

Secretarías N° Acciones populares 

Secretaría de Planeación 3 

Secretaría de Interior 2 

Secretaría de Espacio Público 0 

Secretaría Infraestructura 5 

Secretaría de Educación 1 

Secretaría Salud y Ambiente 3 

Total 14 

  

La Secretaría Jurídica adelantó los trámites pertinentes y se pagaron 22 cuentas por concepto 

de costas procesales de vigencias pasadas por el valor de $ 19’348.236. Así mismo, ha realizado 

la gestión respectiva para el cumplimiento en el pago oportuno de costas procesales radicadas 

durante el 2016 y que pertenecen a fallos emitidos de procesos con vigencias anteriores a la 

actual.   

Tabla 5  

Pago oportuno de costas procesales. 

Costas procesales Año 2016 

Radicadas  34 

Costas procesales en trámite para pago   34 
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2. Conciliaciones  

El subproceso de conciliaciones analiza y rinde concepto técnico-jurídico ante el Comité de 

Conciliación sobre la posibilidad o no de fijar parámetro conciliatorio para presentar en las 

diferentes audiencias extrajudiciales y judiciales, así como para las audiencias de pacto de 

cumplimiento que se adelantan por acciones populares.  

Durante el primer trimestre del año 2016 se recibieron 232 solicitudes de Conciliación 

extrajudicial, judicial y parámetros para audiencia de pacto de cumplimiento, así:  

Tabla 6  

Solicitudes de conciliación. 

Medios de Control Cantidad 

Nul y Rest del derecho  200 

Reparación Directa  13 

Acción Popular  9 

Ordinario Laboral  5 

Contractual  3 

Ejecutivo  2 

Total  232 

  

Siguiendo las directrices del Decreto 1069 de 2015 el Comité de Conciliación se reúne 

semanalmente en las dependencias de la Secretaría Jurídica y señala parámetros para las 

diferentes audiencias previamente fijadas por los juzgados y la Procuraduría, así como los casos 

presentados, de lo anterior se puede concluir sobre la procedencia de la Acción de Repetición. 

Recordemos que, por mandato legal, este es el comité encargado de la formulación de la política 

de prevención del daño antijurídico en el municipio, por lo tanto, la responsabilidad frente a la 

protección de los recursos del municipio a través del diseño de la política de prevención del daño 
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antijurídico que pueden ser objeto de litigio por vía contencioso administrativa es de los 

funcionarios que lo integran, es decir, son estos mismos funcionarios los responsables de iniciar 

las acciones pertinentes en favor de la entidad Estatal, cuando la entidad ha sido condenada y se 

considera que existe lugar a la acción de repetición contra el funcionario que era el responsable 

de la cartera que fue condenada y por la cual se origina la indemnización.  

Parámetros del comité de conciliación:  

Tabla 7 

Parámetros del comité de conciliación. 

Parámetro Comité Conciliación Cantidad 

No conciliar * 220 

Conciliar 3 

Para Pacto 0 

No pactar 9 

TOTAL 232 

∗ La pretensión principal: Pago de la prima de servicios de los docentes.  Ha sido negada a los demandantes 

por la unificación de sentencia del Consejo de Estado. Bajo este panorama, se sustenta el bajo nivel de 

conciliaciones pues por precedente judicial es muy difícil que la entidad pierda el proceso.  

 

Frente a las audiencias de pacto de cumplimiento que es un trámite dentro de los procesos de 

acción popular, es también este comité quien estipula las pautas para cada caso en la medida de 

terminarlo en la citada audiencia.  

Tabla 8  

Asuntos más recurrentes para audiencias de pacto de cumplimiento. 

Asunto Recurrente Cantidad Tema 

Vulneración al Derecho a un 

Ambiente Sano  
5 

Parques contaminados (Palomas)  

Contaminación alcantarillas (Aguas 

negras)  
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Vulneración Moralidad 

Administrativa  
3 

Uso de parqueaderos por entes privados 

sin el cobro debido por parte de la 

Administración Municipal  

Vulneración al Espacio 

Público  
1 

Andenes y paso para peatones no 

adecuados o inexistentes  

Total  9   

 

Los datos anteriores corresponden a las audiencias de pacto convocadas en la administración 

actual y por eso se identifican nuevas causas como la de moralidad administrativa por el uso de 

parqueaderos y la contaminación de espacios públicos tanto por palomas como por el sistema de 

alcantarillado.  Junto a estos problemas, sorprende que el comité decida tratar estos asuntos como 

conciliación, toda vez que la audiencia no es para eso porque los derechos colectivos no se 

concilian, tratarlos de ésta manera es poner en riesgo la entidad frente al sistema de 

responsabilidad en la medida de aceptar una vulneración que podría tener consecuencias 

delicadas en materia indemnizatoria.  

 

3. Asuntos legales  

El subproceso de Asuntos legales, asesora al Despacho del Señor Alcalde y las distintas 

dependencias de la Administración del nivel central, en lo referente a los actos administrativos, 

conceptos jurídicos, derechos de petición, recursos de apelación, presentación de proyectos de 

acuerdos de iniciativa del Señor Alcalde.   

Durante el año 2016, la atención a las solicitudes de las diferentes dependencias de la 

Administración respecto a los asuntos allegados al despacho, han sido atendidos de forma eficaz 

y oportuna, por lo cual no hay represamiento por temas relacionados a este subproceso.   

Se atendieron los siguientes asuntos legales:  
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Figura  4 Atención de asuntos legales. 

 

Dentro de la estructura de la Secretaría Jurídica tener este subproceso es como si fuera una 

alta corte, es decir, actúa como órgano de cierre de las controversias jurídicas que se presenten al 

interior de la administración, es por tanto esencial que el 48% este entre los actos administrativos 

y las circulares, pues están directamente relacionados con lo que puede ser el contingente por 

nulidad o nulidad y restablecimiento del derecho.  

 

4. Procesos judiciales (defensa técnica del municipio de Bucaramanga)  

A través de los abogados vinculados a la Administración Municipal, la Secretaría Jurídica 

conforma el subproceso denominado PROCESOS JUDICIALES. Se encargan estos abogados de 

ejercer la defensa del Municipio, mediante respuesta oportuna a las demandas formuladas y 

asistencia judicial en sus diferentes etapas procesales.   

  

Memorandos y  
Directrices, 1, 0% 

Concejo, 6, 1% 
Conceptos Jurídicos,  

11 , 1% Recursos de  
Apelación, 13, 1% 

Derechos de Petición,  
80 , 9% 

Circulares/Copias/Citaciones 
215, 23% 

Actos  
Administrativos, 234,  

26 % 

Otros, 357, 39% 

Asuntos legales 2016 
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Así mismo, desarrolla una labor permanente de seguimiento a dichos proceso a través de 

página web de la Rama Judicial, correo institucional de la Alcaldía de Bucaramanga, del Sistema 

Litis data y del Sistema Jurídico Integral.  

Lamentablemente la secretaría jurídica no nos suministró información sobre la formación y 

experiencia de los mismos de manera específica por cada profesional contratado, se limitaron a 

manifestar que si cuentan con formación de postgrado, esto impide identificar si la defensa 

judicial está en manos expertas o, por el contrario, deba fortalecerse con procesos de 

capacitación ( comunidad jurídica del conocimiento de la ANDJE) por el riesgo que representa y 

fortalezcan la mirada que el Estado se comporta en los procesos judiciales como un litigante 

ocasional.  

 

4.1 Procesos judiciales activos  

 

Los procesos judiciales activos a 31 de marzo de 2016 (incluyendo vigencias anteriores), 

ascienden a la cantidad de 1043 procesos, clasificados así:  

Tabla 9  

Procesos judiciales activos. 

Medios de control Cantidad Tema recurrente 

Nul y Rest del derecho*  755 

Prima de Servicios  

Reliquidación Pensión Jubilación  

Reconocimiento sanción moratoria 

(cesantías)  

Indemnización por enfermedad profesional  

Contrato Realidad  

Reparación directa  103 -  Falla Prestación de Servicio  

Simple nulidad  101 -  Nulidad actos administrativos  
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Ejecutiva  29 -  No pago de obligaciones  

Contractual  20 -  Incumplimiento de Contratos  

Continuación tabla 9. 

Medios de control Cantidad Tema recurrente 

Ordinario laboral  16 

Reintegro  

Reconocimiento de Salarios y 

prestaciones sociales  

Otros  9 

Abreviado de Servidumbre  

Laudo Arbitral  

Controversia Contractual  

Ordinario Divisorio  

Nulidad Electoral  

Prevaricato por omisión  

Restitución de Inmueble  

Declarativo ordinario  

Administrativo de cobro coactivo  5 -  Impuestos y contribuciones  

De cumplimiento  5 -  Cumplimiento de Ley  

Total  1.043   

 

De acuerdo con los datos de la tabla, el mayor número de demandas está relacionado con los 

actos de la administración, es decir, con el daño antijurídico en la medida en que le demandan 

por nulidad simple para actos de carácter general y nulidad y restablecimiento del derecho, lo 

que significa que son actos administrativos de carácter particular y afectan un derecho de un 

ciudadano al cual se le confirmaron los recursos de los actos en sede administrativa y aún así, 

tampoco se quiso conciliar, lamentablemente la administración no nos suministró más 

información para contrastar la indicada arriba sobre las conciliaciones y el precedente judicial; 

seguidamente se encuentran las de Reparación Directa, que tienen que ver con la falla en el 
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servicio, lo cual es responsabilidad directa de la administración frente la atención de las 

necesidades ciudadanas que tendría que contrastarse con las conciliaciones.  

 

4.2 Acciones de repetición  

 

En el apartado segundo del artículo 90 constitucional, se consagra: “En el evento de ser 

condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido 

consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquel deberá 

repetir contra éste.” (Constitución Política de 1991). 

Por disposición constitucional, y al reunirse los requisitos anteriormente señalados, es decir, 

que la conducta sea tipificada como dolosa o gravemente culposa, El Estado está en la obligación 

de iniciar la acción judicial para repetir contra los funcionarios en ejercicio o aquellos que ya no 

estén en las entidades y reclamar (recuperar los dineros) el valor que tuvo que pagar en la 

sentencia condenatoria. Bajo este entendido, actualmente se adelantan los siguientes procesos:  

Tabla 10  

Acciones de repetición. 

Demandado Estado 

Ricardo Flórez  Audiencia Inicial  

Mario Sergio Ortega Olarte  En Despacho  

Sandra Lucia León León  Notificación  

Elkin David Bueno Altahona  Notificación  

Clemente León Olaya  Fallo primera Instancia  

Ricardo Flórez Espinosa y  Luis Fernando Cote Peña  Interposición de Recursos  

Unidad Móvil de Atención Médica  Interposición de Recursos  
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Continuación tabla 10. 

Demandado Estado 

Néstor Castro Neira  Interposición de Recursos  

Luis Fernando Cote Peña  Interposición de Recursos  

Benjamín Gutiérrez  Notificación  

Fernando Cote Peña y  Ricardo Flórez Espinosa  Notificación  

Elkin David Bueno Altahona  Pruebas  

Elkin David Bueno Altahona  Pruebas  

Elkin David Bueno Altahona  Pruebas  

Elkin David Bueno Altahona  Pruebas  

Jaime Rodríguez Ballesteros  Traslado para alegatos  

  

Actualmente se adelantan 15 procesos de repetición, muy pocos antecedentes de éxito tienen 

estas acciones en la ciudad, pues como lo señala la norma, hay que demostrar la actitud dolosa o 

gravemente culposa del funcionario y se debe demostrar en el proceso judicial, es por ello que, 

en la mayoría de los casos, no se demuestra ni se puede probar y terminan absueltos de cualquier 

responsabilidad. Lamentablemente la administración no suministro la información que permitiera 

determinar los criterios que establece el comité de conciliación para la instauración o iniciación 

de la acción de repetición, con lo cual no se puede determinar si deberían o no existir más 

acciones contra funcionarios para defender los intereses del Municipio.   

 

4.3 Procesos penales activos  

 

A marzo 31 de 2016 se atienden 59 procesos penales, los cuales se encuentran en diferentes 

etapas como se expone en la siguiente tabla:  
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Tabla 11  

Procesos penales activos. 

Etapa Cantidad 

Audiencia de Preacuerdo  1 

Fallo Primera Instancia en contra  1 

Fijación en lista  1 

Audiencia de allanamiento  2 

Audiencia de reparación Integral y sentencia  2 

Conciliación solicitud en estudio  3 

Radicado  3 

Audiencia de juicio oral  5 

Audiencia de formulación de acusaciones  7 

Audiencia de Imputación  10 

Audiencia de Preclusión  11 

Audiencia preparatoria  13 

Total  59 

 

4.4 Relación de demandas que ingresaron en el primer trimestre de 2016  

 

Durante el primer trimestre del año 2017 se notificaron en la Secretaría Jurídica 73 procesos 

judiciales nuevos cuyas pretensiones iniciales ascienden a la suma de $8.992.448.071,00. 

Tabla 12  

Demandas ingresadas en el primer semestre de 2016. 

Tipo de acción judicial Cantidad Cuantía 

Nulidad y restablecimiento del derecho  49 $ 5.639.247.023,00  

Reparación directa  7 $ 2.160.008.281,00  

Ejecutiva  1 $ 841.158.526,00  

Administrativo de cobro coactivo  3 $ 120.467.820,00  

Contractual  2 $ 98.896.586,00  
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Continuación tabla 12. 

Tipo de acción judicial Cantidad Cuantía 

Ordinario laboral  4 $ 84.605.918,00  

Ejecutivo singular  1 $ 25.571.548,00  

Controversias contractuales  1 $ 22.492.369,00  

Nulidad electoral  1 $ 0,00  

Revisión de acuerdos  1 $ 0,00  

Simple nulidad  3 $ 0,00  

Total  73 $ 8.992.448.071,00  

  

4.5 Pasivos contingentes  

 

De acuerdo con la Metodología de Valoración establecida por el Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público - Dirección General de Crédito Público y Tesoro Nacional, se estableció el 

pasivo contingente para el año de 2017, asciende a la suma de $ 191.639.497.440 que 

corresponden a 1940 procesos activos.     

Tabla 13  

Pasivos contingentes. 

Factor de riesgo Cantidad Cuantía 

Eventual  986 $ 105.754.634.533  

Probable  405 $ 73.839.065.926  

Remoto  549 $ 12.045.796.981  

Total  1940 $191.639.497.440   
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4.6 Contratos 

 

En virtud de los Decretos 004 y 033 de 2016, el Alcalde de Bucaramanga delegó en los 

Secretarios de Despacho la facultad de contratar. No obstante lo anterior, hay limitaciones de 

control que deben ser acatadas a efecto de dar una mayor seguridad a los asuntos contractuales. 

Es por ello que la Secretaría Jurídica da viabilidad a los procesos contractuales en las etapas de 

Estudios y Documentos Previos de toda la contratación, pliegos de condiciones en licitación, 

concurso de méritos, selección abreviada y Mínima Cuantía.  

Así mismo, se ofrece acompañamiento en la estructuración de las modalidades de selección 

y tipología contractual.  

En el primer trimestre del año 2016 se revisaron y se dio viabilidad jurídica así:  

Tabla 14  

Viabilidad de procesos contractuales. 

Procedimientos Cantidad Tema Recurrente 

Derechos de Petición  47  
Conceptos = 29  

Información = 18  

Revisión y asesoría procesos de 

prestación de servicios  
100  

Contrato Prestación de Servicios 

profesionales y apoyo a la gestión  

Asesoría jurídica  82  

Comités  

Apoyo Jurídico a las Diferentes 

dependencias de la Alcaldía  

Mesas de Trabajo  

Reuniones Específicas  

Viabilidades Jurídicas  26  

Licitaciones = 8  

Mínima Cuantía = 4  

Selección abreviada = 1  

Contratación Directa = 13  

  



DAÑO ANTIJURÍDICO Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS   84 

 

La manera como el municipio operacionaliza las políticas públicas es por medio de la 

celebración de contratos, es por ello que este componente resulta de representativa importancia 

para la investigación como para la estructura de la administración, y a su vez, la contratación 

dinamiza la economía de la ciudad, dado que ninguna empresa tiene la capacidad de contratación 

que tiene el municipio en cada año de vigencia fiscal. Es la que mayor cantidad de personal 

puede contratar por anualidad y no solo personal, tanto en la adquisición de bienes y la 

prestación de servicios es fundamental para mover las actividades comerciales en el territorio.  

Para la administración actual, centrada en la Gobernanza, ha sido fundamental este proceso al 

contar con que en los procesos de contratación predomina la transparencia, lo cual sería objeto de 

otro estudio, pero para el caso que nos ocupa, que es el de la prevención del daño antijurídico, 

parece demostrar que la contratación permite la pluralidad de oferentes, la participación 

igualitaria de los interesados y se garantizan los derechos dentro del proceso contractual. Cabe 

resaltar que es muy bajo el número de procesos contractuales adelantados por convocatoria 

pública en la presente administración, tal como se desprende del SECOP.   

Bajo este panorama, que presenta las condiciones actuales de la Secretaría Jurídica del 

municipio de Bucaramanga en relación con la política de prevención del daño antijurídico a 

través de los procesos que actualmente se adelantan en su contra y las medidas que se han 

adelantado para enfrentar las citadas situaciones, en el siguiente capítulo vamos a presentar el 

análisis de los resultados de manera específica en materia de prevención del daño antijurídico 

según la metodología de la ANDJE y la respuesta a los derechos de petición presentados para 

obtener la información.  
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5. Análisis de Resultados 

 

En este capítulo se presenta la implementación de la teoría de la calidad gerencial en la 

gobernanza y las políticas públicas y la identificación de problema que causan daño antijurídico 

en el municipio, haciendo claridad sobre los responsables que se definen en los informes 

presentados en la sección anterior.  

 

6.1 Identificación de problemas: lo que solicitan los particulares como alarma de conflicto 

litigioso. 

 

Conforme al informe presentado por la Secretaría Jurídica de Bucaramanga se identifican los 

siguientes hallazgos en cuanto al manejo de las estrategias de defensa judicial y de prevención 

del daño antijurídico: 

CAUSAS RECURRENTES DE LAS DEMANDAS INSTAURADAS CONTRA EL 

MUNICIPIO DE BUCARAMANGA 

Medio de control de reparación directa:  

 Por falla en la prestación del servicio, accidentes por huecos, caída de árboles y mal 

estado de los andenes.  

 Por ocupación de un predio al realizar una obra.  

 Daño a inmueble por la ejecución de una obra pública.  

 Falla en la prestación del servicio de salud.  

 Disfonía por abuso de la voz en los docentes.  

Medio de control nulidad y restablecimiento del derecho:  
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 Solicitud de nulidad del acto administrativo que impuso sanción en materia de impuestos 

municipales.  

 Solicitud de nulidad del acto administrativo que declaró insubsistente a un funcionario.  

 Solicitud de nulidad del acto administrativo que suprimió un cargo.  

 Solicitud de nulidad del acto administrativo que decretó la expropiación por vía 

administrativa.  

 Solicitud de reconocimiento de homologación retroactiva.  

 Solicitud que se reconozca el contrato realidad.  

 Solicitud de reliquidación de la pensión.  

 Solicitud de acto administrativo por medio del cual se exige el pago de estampillas. 

Acción ejecutiva:  

 Por incumplimiento de la obligación contractual. 

 Solicitud del pago de intereses. 

 Pago cánones de arrendamiento.  

 Solicitud pago de cuotas de administración.  

 Solicitud pago del servicio de luz.  

Medio de control de controversias contractuales:  

Incumplimiento de obligaciones contractuales. 

Medio de control simple nulidad: 

 Solicitud de nulidad de acto administrativo que reestructuró la administración municipal.  

 Solicitud de nulidad de Acuerdo Municipal. 

 Solicitud de nulidad de acto administrativo que regulo el uso de la pólvora.  
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 Solicitud de nulidad de acto administrativo y acuerdo municipal que estableció la 

contribución de valorización.  

 Solicitud de nulidad de acto administrativo suprimió cargo de trabajador oficial  

Análisis del Contingente Judicial 

Conforme a la discriminación del consolidado de acciones contencioso administrativas, la 

mayor cantidad de controversias judiciales se dirigen a atacar a través de Acciones de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho los actos administrativos de carácter general o particular 

expedidos por la Administración Municipal, encontrando un equivalente a 323 demandas en esta 

modalidad. De igual forma, llama la atención que el siguiente indicador más alto dentro del 

contingente judicial del municipio es la responsabilidad por acción u omisión de la 

Administración, lo cual se traduce en la existencia de 89 Acciones de Reparación Directa. 

Al referirse a las Acciones Constitucionales, el informe de la Secretaría Jurídica refleja que 

tales contingencias superan ampliamente el número de los procesos contencioso administrativos, 

teniendo un total de 2109 controversias. 

El valor más alto en cuanto a la estimación económica de la pretensión de la demanda se 

encuentra en la Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho con radicado N° 2007-524, 

calculada en $1.960.258.500, seguida por la Acción de Reparación Directa N° 2008-0236, cuyas 

pretensiones se estiman en $.1407.704.491.  Estas pretensiones, sumadas a los valores de las 

restantes 479 controversias judiciales, tienen como resultado un contingente judicial 

excesivamente costoso para las finanzas de un Municipio como Bucaramanga, que cuenta con 

menos de 600 mil habitantes según el DANE. 

Del total de las 2109 Acciones Constitucionales, 1795 corresponden a acciones populares y 

7 a acciones de cumplimiento, lo que significa que de manera reiterada y constante la 
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Administración Municipal incurre en acciones u omisiones que trasgreden los derechos 

colectivos de los habitantes de Bucaramanga. 

Para el caso de las Acciones de Grupo resulta preocupante que las principales razones por la 

cuales se instauran estas acciones, 90% aproximadamente, corresponden a la invasión del 

espacio público y a la inexistencia de infraestructura adecuada para los discapacitados. 

Claramente el Municipio de Bucaramanga no tiene una política adecuada para el manejo y 

adecuación del espacio público y presenta una deficiente infraestructura que garantice el acceso a 

los bienes y servicios de la población en condición de discapacidad.  

También se observa, que en el rango de las Acciones de Grupo se encuentran instauradas 11 

en contra del Municipio. Por su parte el número de Acciones de Tutela asciende a 296, sin que 

pueda identificarse el valor de las pretensiones ni su fundamento.  

En términos generales el Contingente Judicial del Municipio de Bucaramanga se ilustra de la 

siguiente manera: 

Acciones Contencioso Administrativas: 

 

Figura  5 Acciones Contencioso Administrativas 
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La gráfica demuestra la cantidad de procesos que se originan en virtud de los actos 

administrativos expedidos por la administración y que lesionan un derecho de manera particular, 

por ello se recurre y solicita ante la autoridad judicial que se extinga del ordenamiento jurídico el 

acto expedido y que se restablezcan los derechos, como consecuencia de la violación de los 

mismos mientras tuvo vigencia ese acto administrativo demandado, esto es determinante en la 

prevención del daño antijurídico, y es fundamental revisar las demandas para determinar si les 

asiste razón para las pretensiones, o si, por el contrario, la demanda es un desgaste del aparato 

judicial y de la administración que también deberá revisarse para dentro de los costos del 

proceso, demostrar lo que vale dentro de la administración pública una demanda que carece de 

fundamento para la defensa de los derechos.  

Es particular esta información, porque en la diferencia de periodo de gobierno no presenta 

cambios significativos, pues ninguno de los gobiernos municipales lo abordó de manera 

estratégica ni en clave de prevenir el daño antijurídico sino, desde la tradición jurídica de 

afrontar el proceso judicial sin anticipar el litigio judicial.  

Acciones Constitucionales: 

 

Figura  6 Acciones constitucionales. 
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Tomando en cuenta las Acciones Contencioso Administrativas y las Acciones 

Constitucionales, esto es el total de las controversias, se tiene que el 70% de todo el contingente 

judicial del Municipio de Bucaramanga está conformado sólo por Acciones Populares, esto tiene 

una explicación para los periodos de gobierno antes de 2011 en los cuales existía un incentivo 

económico para los ciudadanos que interpusieran esta acción para proteger los derechos 

colectivos, dado que por otra Ley se eliminó el incentivo, el volumen de demandas disminuyo, 

aunado a que el trámite procesal de este tipo de acciones dejó de ser preferente y se convirtió en 

un proceso casi ordinario, los tiempos de fallo están entre cuatro y ocho años.  

Para finales del periodo de gobierno de 2012 a 2015 es notoria la manera como se abordó el 

contingente de acciones populares, tanto que las redujeron de manera significativa y el informe 

de empalme de 2015 manifestó que: para las acciones populares, se tiene un contingente de 512 

acciones en curso, después de recibir del gobierno anterior 1795 acciones en trámite según el 

informe de la comisión de empalme de la época.  

Esa disminución del contingente se debió al aumento del presupuesto para contratar 

abogados que las atendieran, pero no a directrices específicas de fortalecimiento institucional o a 

modificaciones en la estructura de la administración municipal dado que no se estructuró una 

estrategia que permitiera los resultados, al menos no se menciona en el informe de empalme del 

año 2015 ni se encontró acto administrativo que determine un cambio en como se venía 

abordando del periodo de gobierno anterior; los resultados en la disminución del contingente 

judicial para estas acciones coincidió con el cambio normativo y la eliminación del incentivo 

económico de las acciones, lo que conllevo a una disminución en el número de demandas 

instauradas en contra del municipio por desincentivar a los accionantes dado que ya no se podían 
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ganar 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes, sino que, escasamente podrían cobrar 

agencias en derecho.  

 

Figura  7 Estado actual contingente judicial - Bucaramanga. 

El Comité de Conciliación del Municipio de Bucaramanga, sintetizó de manera puntual los 

temas que dan origen a las causas generadoras de conflicto judicial, por lo tanto ésta instancia 

administrativa ha considerado que es oportuno plantear unas recomendaciones y formular 

políticas de obligatorio cumplimiento con el fin de fijar una posición institucional sobre los casos 

más recurrentes y de ésta forma implementar un comportamiento macro institucional de 

actuación pública tendiente a evitar la ocurrencia de daño antijurídico.  

 Medidas de prevención emitidas por el comité – vigencia 2016.  

- Medidas Prevención Daño Antijurídico comunicadas a nivel institucional: 

- Actualizar y/o ajustar procedimiento de cobro coactivo 

- Directrices cesión de contratos 
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-  Recepción y celeridad en la correspondencia 

-  Implementar y socializar los riesgos laborales 

-  Directrices para evitar la configuración del contrato realidad  Reglamentar cobro 

estampillas Pro anciano 

-  Gestionar mesas de trabajo con las inspecciones urbanas de policía (CPACA) 

 Medidas de prevención emitidas por el comité - 1 semestre 2017. 

- Medidas Prevención del Daño Antijurídico comunicadas a nivel institucional: 

• Revisar procedimiento de pago horas extras docentes 

• Lineamiento Contrato Prestación Servicios Profesionales y de apoyo 

• Medidas administrativas y preventivas Sistema arbóreo de la ciudad 

• Informe sobre las personas que en calidad de vivientes residen en las instituciones 

educativas  

•  Informe de los contratistas que administran Instituciones educativas. 

• Gestión para ampliar rubro presupuestal para instalación y/o construcción de bandas de 

seguridad en las vías de la ciudad 

• Informe motivos administrativos para el pago de la cuenta de cobro del Consorcio Centro 

de Salud Mutis 

• Información sobre los bienes muebles entregados por el Municipio al Consorcio Centro 

de Salud Mutis. 

• Supresión del formato de calidad de "propuesta" para la modalidad de Contratos de 

Prestación de Servicios 

• Informe sobre las personas que en calidad de "vivientes" ocupan las instalaciones de las 

instituciones educativas. 



DAÑO ANTIJURÍDICO Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS   93 

 

• Dar aplicación al art. 4 0 de la Ley 1071 de 2006 en lo que respecta al plazo máximo de 

15 días hábiles a partir de la solicitud de reconocimiento de cesantías definitivas o parciales de 

los docentes. 

• Dar cumplimiento a la cláusula del plazo en los contratos de arrendamientos con el fin de 

evitar la continuidad en la prestación del servicio. 

• Implementar una política de intervención a los asentamientos subnormales informales 

con el fin de evitar que ésta problemática se siga incrementando en la ciudad. 

• Celeridad a las quejas disciplinarias y a los procesos disciplinarios en curso 

• Seguimiento a la existencia de títulos mineros en los sectores rurales y urbanos del 

Municipio de Bucaramanga. 

•  Dar respuesta oportuna a los Derechos de Petición. 

• Cumplimiento de los requisitos de ley en las diferentes modalidades de contratación 

• La estabilidad laboral reforzada de trabajadoras en estado de embarazo y lactancia 

vinculadas por medio de contrato de prestación de servicios. - Dar estricto cumplimiento al art. 4 

de la Ley 1071 de 2006. 

Al punto 14: La Administración Municipal ha diseñado estrategias de defensa judicial en los 

siguientes términos: 

1. Los asuntos que requieran de parámetros institucionales en los diversos procesos 

instaurados en contra del Municipio de Bucaramanga, deben ser presentados al comité de 

conciliación en forma oportuna, es decir con la suficiente antelación a la fecha de la audiencia 

programada por el despacho judicial, por el abogado que ejerce la defensa técnica del Municipio 

de Bucaramanga en cada proceso. Para efecto de lo anterior debe presentar por escrito un 

informe que contenga los hechos, pretensiones de la demanda, las razones o fundamentos de 
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defensa que se plantearon en la contestación de la demanda y un concepto jurídico sobre la 

viabilidad o no de conciliar. Así mismo debe anexar copia del fallo de primera instancia de tal 

manera que permita a los miembros del Comité de Conciliación fijar la posición institucional que 

será presentada en la respectiva audiencia judicial.  

2. Corresponde al abogado externo que ejerce la defensa judicial del Municipio de 

Bucaramanga en cada proceso ejecutivo, una vez se dé por terminado dicho proceso, solicitar el 

fraccionamiento de los títulos judiciales y reclamar los que se constituyen a favor del Municipio 

de Bucaramanga, así mismo el apoderado del ente territorial en cada proceso debe reclamar los 

oficios de desembargo de las cuentas corrientes del Municipio los cuales remitirá junto con los 

títulos judiciales a la Tesorería General para ser consignados en las cuentas del Municipio y para 

entregar en los Banco y Corporaciones los oficios de desembargo. 

La Secretaría Jurídica a través del Subproceso de Conciliaciones, elaboró el proyecto del 

acto administrativo "Por el cual se adoptan los lineamientos generales de la Política de Gestión 

Jurídica, Prevención del Daño Antijurídico y Defensa Judicial del Municipio de Bucaramanga" 

Este documento se elaboró teniendo en cuenta el organigrama institucional de la Alcaldía de 

Bucaramanga. - La información entregada por cada uno de los subprocesos que conforman el 

proceso de gestión jurídica de la Secretaría Jurídica. — la identificación e individualización de 

las causas primarias y repetitivas que originan las solicitudes que se ventilan ante el Comité de 

Conciliación. — Y las propuestas de prevención basadas en los criterios que para cada caso en 

particular señala el Comité de conciliación, los cuales se concretan en las circulares y 

consecutivos que se expiden por la secretaría técnica del comité de conciliación como medidas 

preventivas del daño antijurídico. 
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Con este documento el Municipio tiene el propósito de unificar, actualizar y adoptar las 

directrices que desarrollan la Política de Prevenciones del Daño Antijurídico y la Defensa 

Judicial impartidas por el Comité de Conciliación. 

Actualmente, se encuentra en revisión y ajustes por parte de los Miembros Permanentes del 

Comité de Conciliación; es de anotar que la Procuradora 17 Judicial ll para Asuntos 

Administrativos ha brindado acompañamiento en la suscripción del referido proyecto, situación 

que fue consolidad y ratificada en visita practicada por este ente de control durante el mes de 

mayo de la vigencia actual. 
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6.2 Identificar y enlistar las causas primarias del problema  

 

Principales hallazgos encontrados en la respuesta dada por la entidad:  

 El mayor índice de demandas en las Acciones Contencioso Administrativas las tiene las 

reclamadas por el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho (323), 

encontrando que las causas o temas que las originan obedecen a la expedición de actos 

administrativos relacionados con aspectos o situaciones laborales de los empleados oficiales y 

los trabajadores de carrera y reestructuraciones. En el informe se especifica que tales decisiones 

en su mayoría han sido adoptadas por la Secretaría de Educación. 

 Las Acciones de Simple Nulidad, se centran en la controversia a actos de carácter general 

expedidos por el Concejo Municipal, en los cuales se establecen tributos o impuestos. 

 Las Acciones de Reparación Directa se están fundamentando en la falla del servicio de la 

administración municipal, es específicamente por deficiente mantenimiento y señalización de la 

malla vial. 

 Las Acciones Contractuales se originan por incumplimientos de las obligaciones del 

contrato y moras en el pago a los contratistas. 

 Las Acciones Populares se fundamentan en la responsabilidad por omisión del Municipio 

en cuanto a la vulneración del derecho Colectivo al espacio público y por la ausencia de 

infraestructura para discapacitados, y éstas corresponden al índice más alto de demandas dentro 

de las Acciones Constitucionales. 

 Al tomar en cuenta todo el contingente judicial del municipio, los rangos con mayor 

incidencia y que deben tener mayor atención son las Acciones Populares, seguidas por las 

acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.  
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 En cuanto al porcentaje de pérdida de demandas del Municipio, la información 

suministrada no permite establecer con certeza, cuántas de esas controversias está perdiendo el 

ente territorial, pues, aunque se señala el 3.3% para el caso de las Acciones Contencioso 

Administrativas y el 17.5% para el caso de las Acciones Constitucionales, muchos de los 

procesos reseñados en el listado aparecen en la etapa de “interposición de los recursos” sin que 

se defina si el fallo fue a favor o en contra. 

 El contingente judicial representado en el valor de las cuantías de los procesos que 

reporta la Secretaría Jurídica como perdidos corresponde a la suma de $1.943 millones de pesos, 

sin evaluar allí el valor de la totalidad de las pretensiones que conforman el contingente judicial 

del Municipio. 

 Conforme a las respuestas dadas en las solicitudes de información (derechos de petición), 

no es posible evaluar con certeza la eficacia y eficiencia del control que ejerce el Municipio al 

desarrollo de los procesos judiciales que cursan en su contra. Sin embargo, se observa a primera 

vista que el control de las Acciones Populares lo ejerce cada Secretaría de Despacho conforme a 

la temática de las mismas, lo cual implica que ese control no está asignado a una sola instancia 

de coordinación dentro de la Administración Municipal que permita elaborar una estrategia de 

defensa judicial sólida, y esto explica, de alguna forma, la razón por la cual hoy este rango de 

acciones representa el 69% del contingente judicial. Pese a que existe un Comité para la 

discusión de tales acciones, éste socializa los parámetros a seguir, pero conforme al sistema de 

control vigente expuesto por la Secretaría Jurídica, cada Secretaría de Despacho actúa bajo su 

cuenta y riesgo y elabora la defensa correspondiente, lo cual hace ineficaz la estrategia de 

defensa de los intereses del municipio en las Acciones populares. 
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 En cuanto a los medios de información con los que cuenta el Municipio, específicamente 

las herramientas informáticas, se observa que la Administración no cuenta con sistemas de 

información y software diseñados a la medida y necesidades particulares del ente territorial.  

Aunque cuenta con sistemas de información como Litis Data y Multilegis, éstos son producidos 

para la consulta global y en masa de información, pero no revisten ninguna especialidad frente a 

la normatividad expedida y aplicable en cada Municipio. 

 El número total de abogados con el que cuenta el Municipio y que se encuentran 

capacitados para atender su contingente judicial es de 53, lo cual resulta preocupante si se toma 

en cuenta que las controversias judiciales ascienden aproximadamente a 2.590, tomando en 

cuenta las Acciones Contencioso Administrativas y las Constitucionales, lo que significa que en 

promedio cada abogado en este momento debe tener a su cargo 48 procesos activos, haciéndose 

casi imposible su debida atención y defensa judicial. El rango anterior puede agravarse aún más 

si se considera que el mismo informe de la Secretaría Jurídica señala que de esos 53 abogados, 

sólo 32, distribuidos en diferentes Secretarías, tienen a cargo la atención de las Acciones 

Populares, es decir, que, en este caso para poder atender las 1.795 Acciones Populares existentes, 

cada abogado asume la carga de 56 de ellas (3.1% de esta parte de las controversias). De la 

misma forma, la atención de las 545 Acciones Contencioso Administrativas la hacen 9 abogados, 

en promedio, 60 expedientes por abogado (11.1% de este tipo de demandas).  
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Figura  8 Porcentaje de abogados por tipo de acción judicial. 

 

 De la gráfica se puede colegir que los abogados que se encargan de defender los intereses 

de la Administración Municipal, posee post-grados (no refirieron cuales, ni en que áreas, pero 

manifestaron que los tenían) según la respuesta de la secretaría jurídica al respecto, pero el 

Municipio no ha realizado capacitaciones tendientes a difundir las directrices de defensa judicial 

y prevención del daño antijurídico diseñados para atender las causas específicas de las acciones 

judiciales. 

 No se encuentran dentro del programa diseñado por la actual Administración, las 

políticas eficaces y eficientes que permitan derivar la existencia de una estrategia judicial y una 

prevención del daño antijurídico que contrarresten las causas que hoy dan lugar al contingente 

judicial del Ente Territorial.  

Al punto 8: El pasivo contingente de las vigencias 2015, 2016 y 2017 es el siguiente  
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Tabla 15  

Pasivo contingente. 

Pasivo contingente Valores en millones de $ 

Tipo de proceso 

No. Procesos Valor total de las pretensiones 

2015 2016 
2017 

I semestre 
2015 2016 

2017 

I semestre * 

Acción de Grupo 9 5 5 16.025.498.257 12.815.869.127 4.969.971.650 

Acción de Cumplimiento 7 5 8 25.000.000 0  

Acción Popular 782 733 576  0  

Acción de Tutela 864 714 237  0  

Acción de Simple Nulidad 98 57 52    

Acción de Nulidad y Restablecimiento del 

Derecho 
748 304 223 23.975.633.997 43.425.252.273 21.790.121.779 

Acción Contractual    15.768.828.078 15.897.175.193 4.371.183.788 

Acción de Reparación Directa 1 13 103 102 90.818.362.106 103.981.778.815 44.619.276.496 

Acción de Lesividad     0  

Ejecutivo Contractual 0    0  

Ejecutivo sin anular 29 33 30 1.565.1 1 1.132 4.353.735.823 4.151.239.918 

Ordinario Laboral 18 29 49 477.157.899 968.478.575 1.085.893.530 

Administrativo de Cobro Coactivo 1 4  
 

701.990.436 444.204.143 

Verbal Sumario Arts. 26 Y 37 Le 550/99 0      

Otros 6 7 10 12.793.403.199 9.495.217.199 430.583.371 

Total 2.697 2015 1.331 161.448.994.668  191.639.497.440 81.862.474.675 
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El cálculo del pasivo contingente para la vigencia 2015 y 2016 se realizó de acuerdo a la 

metodología establecida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para el año 2017 se 

realizó el cálculo teniendo en cuenta la metodología establecida por la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado mediante Resolución Nº 353 de 2016. 

Resultados esperados conforme al análisis del Contingente Judicial del Municipio. 

Analizadas las causas del contingente judicial, así como los porcentajes de incidencia que 

tiene cada acción en el mismo y los recursos humanos e informáticos con los que se informa 

cuenta el Municipio de Bucaramanga, un Programa de Prevención del Daño Antijurídico y de 

Defensa Judicial debería haber desarrollado e implementado las siguientes políticas, 

lineamientos y directrices: 

 Una directriz que contenga el procedimiento para la expedición, estructuración y 

fundamentación de actos administrativos, especialmente en materia laboral, aplicable a todas las 

entidades del sector central de la administración municipal. 

 Una política de prevención del daño antijurídico en materia de responsabilidad del 

municipio en la que se identifiquen los principales casos en los que ha sido declarada 

responsable por acción u omisión la Administración Municipal, señalando las acciones y 

procedimientos que deben seguir todas las entidades que conforman el Municipio para no 

incurrir en los mismos hechos. 

 Una política social para el manejo de la población discapacitada que contenga las obras 

de infraestructura que deben construirse en toda la ciudad bajo la responsabilidad de la 

Administración, de tal forma que se garantice el acceso de esta población vulnerable. 
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 Una directriz, con las instrucciones y procedimientos a seguir para evitar y prevenir la 

violación de los derechos colectivos y de grupo, por los cuales se demanda constantemente a la 

Administración Municipal. 

 Una Política para el manejo del espacio público aplicable en todo el Municipio, que 

defina el marco Constitucional, Legal y Judicial de la prohibición de construir o invadir el 

mismo, los procedimientos policivos que deben adelantarse para su recuperación, los parámetros 

necesarios para la identificación y reubicación de vendedores ambulantes y la estrategia de 

divulgación y socialización de tales contenidos a la población de Bucaramanga.   

 Una política fiscal para el saneamiento de las finanzas municipales que garantice mayores 

ingresos de recursos públicos, diferente a la creación de impuestos y gravámenes a través de 

Acuerdos del Concejo. 

 Una directriz donde se identifiquen los principales sectores de riesgo y posibles 

omisiones de la administración municipal en cuanto al mantenimiento de la malla vial, y se 

establezcan las obras que son necesarias para su recuperación.  

 Una política pública que contenga las directrices y procedimientos necesarios para 

garantizar permanentemente el estado óptimo de la malla vial. 

 Una política pública que contenga las directrices necesarias para la elaboración y 

ejecución de contratos, así mismo, los lineamientos que deben seguir quienes realicen labores de 

interventoría y supervisión en el ente territorial y directrices para el seguimiento en la ejecución 

de los contratos.    

 Para todas las políticas anteriores debieron expedirse las Directivas, Circulares y demás 

instructivos necesarios para dar a conocer las mismas y ordenar su aplicación a todas las 

entidades que conforman el ente territorial.   
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 Debieron expedirse los actos administrativos indispensables para evaluar el cumplimiento 

y efectividad de las políticas adoptadas durante el periodo de la administración municipal. 

 

6.3 Diseño de soluciones a los problemas identificados: 

 

Políticas específicas de prevención del daño antijurídico 

 Acción ejecutiva: 

- Dirigida a: Secretaría Jurídica. 

- Efectuada la liquidación del crédito por el Tribunal Administrativo de Santander, el 

Municipio debe presentar la liquidación respectiva. 

 Asistencia al Comité de Conciliación: 

- Dirigida a: Secretaría Jurídica  

- Los abogados que defienden los intereses del Municipio deben exponer los hechos las 

pretensiones de las demandas, los documentos que obran en el proceso emitiendo concepto 

acerca de la prosperidad o fracaso de la acción. 

  Cesantías: 

- Dirigida a: Secretaría de Educación. 

- Liquidación de las cesantías del personal docente dentro del término de ley con el fin de 

evitar incurrir en mora y al pago de sanción. 

 Reclamaciones sobre Pago de Cánones de Arrendamiento: 

- Dirigida a las Secretarías: Educación, Infraestructura, Interior, Desarrollo Social, 

Hacienda, Administrativa, Planeación, Salud y Ambiente. 
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- Se les recomienda cancelar los cánones de los Contratos de Arrendamiento de manera 

oportuna y llevar un control de las fechas de vencimiento y terminación de los contratos de 

arrendamiento de inmuebles suscritos por el Municipio con el fin de evitar la existencia de 

vigencias sin reserva presupuestal. 

 Cumplimiento de los Fallos Judiciales: 

- Dirigido a: Secretaría Jurídica y Hacienda. 

- Una vez proferido el fallo dentro del proceso y cumplidas las notificaciones 

contempladas en el art. 173 del Código de Procedimiento ante la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa, inmediatamente se debe poner a disposición de la Secretaría de Hacienda y de 

Tesorería la información respectiva para continuar el procedimiento y evitar el reconocimiento 

de intereses moratorios. 

 Medidas de Seguridad en las Comisarías de Familia: 

- Dirigido a: Secretaría del interior. 

- Es necesario el diseño e implementación de medidas seguridad para los inmuebles donde 

funcionan las comisarías de familia. 

 Medidas de Salud Ocupacional: 

- Dirigido a las Secretarías: Educación, Infraestructura, Interior, Desarrollo Social, 

Hacienda, Administrativa, Planeación, Salud y Ambiente. 

- Diseñar e implementar políticas preventivas y correctivas enfocadas a aquellas 

profesiones u oficios de mayor índice de probabilidad de desarrollar enfermedades profesionales 

debido a las funciones que desempeñan. 

 Ordenes de Servicio: 
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A. Dirigido a las Secretarías: Educación, Jurídica, Infraestructura, Interior, Desarrollo 

Social, Hacienda, Administrativa, Planeación, Salud y Ambiente. 

B. Toda orden de servicio que se expida, debe estar amparada por un contrato de prestación 

de servicios. 

 Manual de Procedimiento: 

- Dirigido a: Secretarías de Educación, Jurídica, Infraestructura, Interior, Desarrollo Social, 

Hacienda, Administrativa, Planeación, Salud y Ambiente. 

- Unificar los manuales de procedimiento en cuanto a los temas de la supervisión de los 

contratos de prestación de servicios y de obra. 

 Contratos de Servicio: 

- Dirigido a: Secretaría de Hacienda. 

- Durante los meses de noviembre y diciembre de cada anualidad, el jefe de presupuesto 

debe revisar detalladamente los contratos cuyo vencimiento se cumpla al final de cada año, con 

el fin de realizar los pagos correspondientes o efectuar las reservas presupuestales del caso. 

 

6.4 Implementar las medidas correctivas  

 

Medidas de prevención emitidas por el comité - vigencia 2016. 

 Medio de Información: Circular. 

- Dirigida a: los Secretarios de Despacho, Supervisores y a los Abogados que ejercen la 

defensa técnica del Municipio. 
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- Tema: Información y documentación que debe contener la solicitud de una conciliación, 

término legal con el cual cuenta el Comité para tomar una decisión en cada caso concreto según 

el Decreto 1069 de 2015.  

 Medio de Información: Oficio. 

- Dirigida a: Secretarías de Planeación y del Interior. 

- Tema: Para el secretario de planeación darle aplicación al art. 63 del Decreto 1469 de 

2010 sobre licencias urbanísticas y para el secretario del interior darle aplicación a la ley 1437 de 

201 1 sobre los procedimientos administrativos sancionatorios. 

 Medio de Información: Oficio. 

- Dirigida a: Todos los abogados de la administración que tramitan procesos sobre acciones 

populares. 

- Tema: la importancia de adelantar visitas técnicas al sitio de los hechos y levantar un acta de la 

misma. 

 Medio de Información: no se estableció. 

- Dirigida a: no se establece. 

- Tema: El Comité de Conciliación determinó que todos los procesos que se adelanten a fin 

de proteger los intereses del ente territorial, deben ser presentadas para su análisis, estudio y 

concepto por parte del Comité atendiendo a la normatividad vigente. 

 Medio de Información: Citación. 

- Dirigida a: Jefe Oficina de Control Interno. 

- Tema: Evaluar y determinar procedimientos con respecto a la determinación de procedencia e 

improcedencia del ejercicio del medio de control de repetición en los procesos que hayan sido 

fallados en contra del ente territorial. 



DAÑO ANTIJURÍDICO Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS   107 

 

 Medio de Información: Recomendación directa a los titulares de las Secretarías de 

Administrativa, Hacienda y Jurídica. 

- Tema: El Comité de Conciliación solicita poner en marcha un plan de contingencia para 

solucionar la situación que se presenta en la Oficina de Control Interno Disciplinario con 

respecto al exceso de carga laboral que existe (300 procesos disciplinarios a la fecha) y a la 

insuficiencia de personal de planta para atender el cúmulo de trabajo que se recibe en esa 

dependencia. 

 Medio de Información: Oficio. 

- Dirigido a: Secretaría de Salud y Ambiente e ISABU. 

- Tema: recomendarles darle cumplimiento a la circular 030 de 2013 de la 

Superintendencia de Salud (SUPERSALUD) en lo atinente al registro en el PISIS y en el portal 

SISPRO del Ministerio de Salud y protección Social toda la facturación objeto de dicha 

conciliación. 

Se adjunta a esta compilación un proyecto sobre el Manual de Procedimiento para el 

ejercicio del Medio de Control Repetición. Vigencias 2016- 2017: 

El Comité de Conciliación del Municipio de Bucaramanga, sintetizó de manera puntual los 

temas que dan origen a las causas generadoras de conflicto judicial, por lo tanto ésta instancia 

administrativa ha considerado que es oportuno plantear unas recomendaciones y formular 

políticas de obligatorio cumplimiento con el fin de fijar una posición institucional sobre los casos 

más recurrentes y de ésta forma implementar un comportamiento macro institucional de 

actuación pública tendiente a evitar la ocurrencia de daño antijurídico. 

Medidas de prevención emitidas por el comité - vigencia 2016 

 Medidas Prevención Daño Antijurídico comunicadas a nivel institucional: 
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- Actualizar y/o ajustar procedimiento de cobro coactivo 

- Directrices cesión de contratos 

- Recepción y celeridad en la correspondencia 

- Implementar y socializar los riesgos laborales 

- Directrices para evitar la configuración del contrato realidad 

- Reglamentar cobro estampillas Pro anciano 

- Gestionar mesas de trabajo con las inspecciones urbanas de policía (CPACA) 

Medidas de prevención emitidas por el comité - 1 semestre 2017 

 Medidas Prevención del Daño Antijurídico comunicadas a nivel institucional: 

- Revisar procedimiento de pago horas extras docentes 

- Lineamiento Contrato Prestación Servicios Profesionales y de apoyo 

- Medidas administrativas y preventivas Sistema arbóreo de la ciudad 

- Informe sobre las personas que en calidad de vivientes residen en las Inst. educativas. 

- Informe de los contratistas que administran Instituciones educativas. 

- Gestión para ampliar rubro presupuestal para instalación y/o construcción de bandas de 

seguridad víal. 

- Informe motivos administrativos para el pago de la cuenta de cobro del Consorcio Centro 

de Salud Mutis. 

- Información sobre los bienes muebles entregados por el Municipio al Consorcio Centro 

de Salud Mutis. 

- Supresión del formato de calidad de "propuesta" para la modalidad de Contratos de 

Prestación de Servicios. 
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- Informe sobre las personas que en calidad de "vivientes" ocupan las instalaciones de las 

instituciones educativas. 

- Dar aplicación al art. 4 0 de la Ley 1071 de 2006 en lo que respecta al plazo máximo de 

15 días hábiles a partir de la solicitud de reconocimiento de cesantías definitivas o parciales de 

los docentes. 

- Implementar una política de intervención a los asentamientos subnormales informales 

con el fin de evitar que ésta problemática se siga incrementando en la ciudad. 

- Celeridad a las quejas disciplinarias y a los procesos disciplinarios en curso  

-  Seguimiento a la existencia de títulos mineros en los sectores rurales y urbanos del 

Municipio de Bucaramanga. 

- Dar respuesta oportuna a los Derechos de Petición. 

- Cumplimiento de los requisitos de ley en las diferentes modalidades de contratación 

- La estabilidad laboral reforzada de trabajadoras en estado de embarazo y lactancia 

vinculadas por medio de contrato de prestación de servicios.  

- Dar estricto cumplimiento al art. 4 de la Ley 1071 de 2006. 

La Secretaría Jurídica ha promovido durante la vigencia 2016 y 2017 capacitaciones en 

materia de contratación estatal en desarrollo de las políticas de prevención del daño antijurídico y 

como estrategia para la defensa judicial así  
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Tabla 16  

Capacitaciones vigencia 2016. 

N° Fecha Temas Expositor 

1 Marzo 03/2016 
Planeación etapa precontractual 

Estudios previos y análisis del sector 
Dr. Pino Ricci 

2 Junio 10 de 2016 Formulación de Proyectos, integración 

del proyecto al trámite contractual 

Dr. Evaristo Portala 

Dra. Laura Moreno 
3 Junio 14 de 2016 

4 
Junio 15 de 2016 

Formulación de Proyectos, integración 

del proyecto al trámite contractual 

Dr. Evaristo Portala 

Dra. Laura Moreno 5 

6 Junio 28 de 2016 

Pautas generales impartidas por la 

Secretaría Jurídica para el personal que 

atiende asuntos de contratación 

Dra. Melba Fabiola 

Clavijo de Jácome 

Dra. Martha Lucia 

Jerez 

7 Junio 29 de 2016 

Reglas de subsanabilidad, contratos de 

prestación de servicios, Consultoría, 

Interventoría Su revisión. 

Dr. Pino Ricci 

 

La tabla demuestra que ninguna capacitación ha estado enfocada a la defensa judicial y 

menos a la prevención del daño antijurídico, una de las áreas más complejas de la 

administración pública es la contratación estatal, esta no simplemente es la fuente de los daños 

antijurídicos, tendría que pensarse en un sistema de capacitación, orientado al fortalecimiento 

institucional y al mejoramiento de la gestión de los servicios jurídicos en la defensa de los 

recursos a partir de las políticas públicas, de manera especial, en la de prevención del daño 

antijurídico.  
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Tabla 17  

Capacitaciones vigencia 2017. 

N° Fecha Temas Expositor 

1 
31 de marzo de 

2017 

Ámbito de aplicación de la Ley 80 

de 1993. 

Regímenes especiales (Art. 355 C.P) 

Régimen de los convenios. (Arts. 95 

y 96 Ley 489 de 1998). 

Empresas sociales del Estado. 

Empresas de servicios públicos 

domiciliarios. 

Empresas industriales comerciales 

del Estado, sociedades de economía 

mixta 

Dr. Pino Ricci 

2 Mayo 4 de 2017 Supervisión Contractual Dr. Pino Ricci 

3 
Agosto 15 de 

2017 
Contratación Estatal 

Legis S.A - Dra. 

Magnolia Valencia 

González 

4 Agosto 24 de 2017 
Garantías para asegurar 

cumplimiento de los Contratos 

Delma Marsh 

Intermediadores 

de Se uros 

5 Agosto 29 de 2017 

Legis S.A. - Dra. 

Magnolia Valencia 

González 

 

La tabla demuestra que para la administración actual la prioridad es la contratación estatal, 

nótese que no hay una capacitación en gestión jurídica, gestión del conocimiento, o al menos en 

las otras áreas con mayor número de procesos, como por ejemplo los casos de la nulidad y 

restablecimiento del derecho, bajo esta perspectiva, el daño antijurídico y la prevención no son 

la prioridad para el proceso formativo de los abogados que trabajan en la administración pública 

del municipio de Bucaramanga.   
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Tabla 18  

Presupuesto prevención daño antijurídico año 2016. 

Año Tema Valor Fuente de Financiación 

2016 Capacitaciones $11.400.000 
Recursos Gestionados por la 

Secretaría Jurídica 

2016 
Servicio virtual de reporte 

judicial remanentes, 

$19.000.000 Recursos Propios ( Municipio ) 

 

Tabla 19 Presupuesto prevención daño antijurídico año 2017. 

Año Tema Valor Fuente de Financiación 

2017 Capacitaciones $23.500.000 Recursos Propios ( Municipio ) 

2017 
Servicio virtual de reporte 

judicial remanentes, 
$20.000.000 Recursos Propios ( Municipio ) 

2017 

Parametrización e 

implementación del Software 

"sistema Jurídico Integral" 

$37.000.000 Recursos Propios ( Municipio ) 

  

Es lamentable pensar que una secretaría jurídica, con un contingente judicial por encima de 

los $190.000.000.000 de pesos que pueden afectar las finanzas del municipio, tenga tan ínfimo 

presupuesto, aunado a que demuestra la mirada que se tiene del problema al interior de la 

administración, las deficiencias son evidentes como para preocuparse como ciudadano que los 

recursos públicos puedan perderse por la incapacidad de defender los intereses de la ciudad de 

manera idónea y preventiva.   

Si se revisa el presupuesto asignado a la Secretaría Jurídica durante los años 2015 al 2018 

son los siguientes: 
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Tabla 20  

Presupuesto asignado 2015 - 2018. 

Vigencia 
Valor 

Aprobado 
Reducciones 

Valor 

Créditos 

Valor 

Contracréditos 

Valor 

Ejecutado 
Saldo Observaciones 

2015 3.000.000.000  38.500.000 500.000.000 2.463.696.317 74.803.683  

2016 100.000.000 500.000.000 1.800.000.000 3.066.000.000 33.250 000 750.000 

Mediante Decreto 081 de 2016 se 

armonizo el presupuesto por lo 

anterior se realizaron reducciones, 

créditos y contracréditos al 

presupuesto aprobado mediante 

Decreto 231 de diciembre 24 de 2015 

(Presupuesto General de rentas y 

gastos del 

Municipio de Bucaramanga para la 

vigencia fiscal del 01 enero al 31 de 

Diciembre del año 2016 

2017 300.000.000   47.250.000 191 250.000 61.500.000 

Mediante los Decreto 047 y 07 de 

2017 se realizaron contracréditos al 

presupuesto aprobado ara la vigencia 

2017 

2018 250.000.000       
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La tabla refleja una reducción dramática de los recursos del gobierno anterior al actual, si 

bien el anterior la mayor parte del presupuesto en esta materia la destinaba a la contratación de 

abogados, la administración actual ni siquiera para eso la destina, la recarga laboral está 

alrededor de los 115 procesos por abogado lo cual hace insostenible una defensa estratégica. 

Tabla 21  

Ejecución presupuestal vigencia 2016. 

No. Contrato 
Objeto 

Valor 

Contrato de Mínima 

Cuantía No. 026 de 

2016 

Prestación durante el plazo estipulado del servicio 

virtual de reporte judicial y remanentes, con fotografía 

digital del último auto, en forma personalizada, para 

base datos, de la información diaria de todas las 

notificaciones y comunicaciones emanadas de todos los 

despachos judiciales del departamento Santander, 

incluidos la Corte Suprema de Justicia, el consejo de 

estado la corte constitucional 

19.000.000 

CPS-1076-2016 

Prestar servicios profesionales como abogado 

apoyando las actividades relacionadas con el proyecto 

'mejoramiento gobierno transparente, cultura de 

legalidad ética pública' 

14.250.000 

 

Tabla 22  

Ejecución presupuestal vigencia 2017. 

N° Contrato Objeto Valor 

CPS-160-2017 

Prestar servicios profesionales apoyando las actividades 

relacionadas con proyecto 'mejoramiento de la 

transparencia, ética pública y la cultura de legalidad en 

el municipio de Bucaramanga, Santander, centro 

oriente' 

38.500.000 

CPS-328-2017 

Prestar servicios profesionales apoyando las actividades 

relacionadas con proyecto "mejoramiento de la 

transparencia, ética pública y la cultura de legalidad en 

el municipio 

57.750.000 
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CPS-545-2017 

Prestar servicios de apoyo a la gestión apoyando las 

actividades relacionadas con proyecto mejoramiento 

gobierno transparente, cultura de legalidad ética pública 

16.500.000 

Continuación tabla 22. 

 

N° Contrato Objeto Valor 

CPS-701-2017 

Prestar los servicios profesionales especializados de 

capacitación en materia de contratación estatal en la 

Alcaldía de Bucaramanga 

10.000.000 

CMC-01-2017 

Prestación durante el plazo estipulado del servicio 

virtual de reporte judicial y remanentes, con 

fotografía digital del último auto, en forma 

personalizada, para base datos, de la información 

diaria de todas las notificaciones y 

comunicaciones emanadas de todos los despachos 

judiciales del departamento Santander, incluidos la 

corte suprema de justicia, el consejo de estado y la 

corte constitucional 

20.000.000 

CPSQ12-2017 

Prestar servicios profesionales especializados de 

capacitación en materia de contratación estatal en 

la Alcaldía de Bucaramanga 

13.500.000 

CMC-250-2017 

Adquisición, parametrización e implementación 

de un software para realizar seguimiento y control 

de los procesos de la secretaría jurídica del 

municipio de Bucaramanga 

37.000.000 

 

Ninguna ejecución presupuestal está pensada para prevenir el daño antijurídico, esta para 

contratar personal y capacitar en materia de contratación, aunado al recorte presupuestal del 50% 

que impide pensar en el mediano y largo plazo, si quiera para adquirir herramientas que permitan 

la actualización continua en las áreas de mayor riesgo de la entidad.  
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6. Conclusiones 

 

Los cambios sociales, políticos, económicos, culturales y ambientales y los nuevos conflictos 

que se reflejan diariamente en las relaciones entre los ciudadanos y el Estado, se constituyen en 

causas y reclamaciones que serán presentadas como demandas en sede judicial y que deberán 

afrontar las instituciones responsables de los derechos; en las que se buscarán la protección y 

garantía de los derechos fundamentales de quienes se consideren afectados por la actuación u 

omisión de un agentes estatal, trayendo como consecuencia un incremento exponencial de los 

litigios y de manera especial, en las determinaciones de las cuantías de las pretensiones 

económicas de los demandantes; por la complejidad de los asuntos contemporáneos, por el 

aumento de los incumplimientos contractuales, por la vulneración de los derechos humanos, para 

defender los derechos colectivos y los de mayor auge en el mundo actual, la defensa del derecho 

al agua y un sin fin de litigios que se avecinan, sin nombrar lo que nos espera en materia de 

responsabilidad en el área de la inteligencia artificial, retos del derecho y la gestión jurídica que 

serán las oficinas estatales las que tendrán que afrontar.   

La política de prevención del daño antijurídico dependerá del diseño institucional en el que 

se implemente, si bien es cierto la ANDJE ha diseñado un manual para la preparación de estas al 

interior de las entidades públicas, este no es un modelo unificado que pueda ser aplicado sin 

tener en cuenta el contexto específico en el que se desenvuelve la realidad de cada entidad, pero 

es un esfuerzo por priorizar en la agenda pública de las entidades territoriales, la urgencia de 

pensar los problemas jurídicos de otra manera, no simplemente de un operador que aplica una 

norma, sino que inspira a que los abogados se involucren más en el entorno en el que viven que 

va desde un estado social de derecho, pasando por los problemas de la ciudad en la que viven y 
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trabajan, con el modelo de desarrollo plasmado en un acto administrativo que se llama plan de 

desarrollo y que operacionaliza a través de unas políticas públicas que pretenden la garantía de 

los derechos y la resolución de los problemas públicos, dándole prioridad a las poblaciones más 

vulnerables y necesitadas hasta la gestión jurídica al interior de una entidad pública. Es este el 

reto que se nos pone en frente, es esto lo que deben afrontar los profesionales del derecho cuando 

trabajan con la administración pública y cuando se toman en serio la posibilidad de defender los 

intereses públicos.  

No son menores los retos que debe afrontar la alcaldía de Bucaramanga para la defensa de 

los intereses y el patrimonio públicos de la ciudad, dados los elementos de análisis utilizados en 

este trabajo se hace necesario desglosar en cada uno de ellos los retos que se nos presentan y que 

se deben tomar como bitácora para el porvenir en la administración pública.  

Los hallazgos de esta investigación son:  

 Un logro muy importante consiste en la transformación institucional al pasar de ser una 

oficina asesora a constituirse en secretaría de despacho, si bien cambio en estructura 

institucional, los cambios de gobierno y de personal impidieron la trascendencia de la 

transformación.   

 El Programa de Prevención del Daño Antijurídico logró difundir el conocimiento y la 

obligatoriedad de la aplicación de las normas legales que reformaron algunos temas como la 

eliminación del incentivo en las acciones populares, pero no diseño una estrategia que fuera más 

allá de los temas del día a día ni le apostó a la gestión del conocimiento jurídico de cara a que es 

la oficina de abogados más grande de la ciudad. 

 El Programa de Prevención del Daño Antijurídico logró en el último periodo de gobierno 

implementar unas capacitaciones para los abogados, pero estas no han superado la temática 
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contractual y se queda corta frente a las necesidades en las demás áreas del derecho, por ejemplo 

en lo referente a Nulidad y Restablecimiento del Derecho y Reparación Directa.  Demandas por 

daños antijurídicos prevenibles en sede administrativa porque precisamente demandas las 

actuaciones de la entidad.  

 En la actualidad logra expedir actos administrativos que pretenden poner en la agenda de 

la administración la necesidad de diseñar políticas de prevención del daño antijurídico, pero la 

implementación es escasa y desborda la cotidianeidad de la entidad, por lo tanto no se puede 

consolidar más allá del momento específico en el que hay que aplicar una norma. 

 El Programa de Prevención del daño Antijurídico no refleja la realización de un 

diagnóstico serio que haya permitido a la Administración Municipal evaluar las causas del 

contingente judicial y tomar las medidas necesarias para reducirlo, esto impide la toma de 

decisiones y que se realicen avances significativos en los demás pasos necesarios para afrontar 

las deficiencias institucionales presentadas.  

 El Programa de Prevención del Daño Antijurídico que desarrolló la administración 

saliente no implementó una estrategia de defensa judicial de los intereses del estado acorde con 

los retos que le planteaba frente a lo que recibió, simplemente los atendió desde la perspectiva 

tradicional del derecho en el sentido de lo reactivo, solamente atendieron las demandas que 

cursaban en su contra y los nuevos que se le presentaban; pero un logro importante fue contratar 

un grupo de abogados específico para atender las acciones populares que representaban el 

contingente con mayor número de demandas en contra de la administración. 

 El Programa no diseñó ni implementó las políticas o directrices que se requerían para 

corregir las causas que están dando lugar al contingente judicial existente, y, por ende, resulta 

insuficiente en las labores de prevención del daño antijurídico. Mientras se realizaba esta 
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investigación, se presenta la demanda más grande contra una entidad pública en la historia de la 

ciudad, dado que las pretensiones económicas representan más de 500 mil millones de pesos, eso 

en términos financieros representa más del 50% del presupuesto anual de la administración 

municipal.  

 Los resultados obtenidos con el Programa de Prevención del Daño Antijurídico de la 

Administración Central, no reflejan los recursos invertidos en su desarrollo e implementación, en 

periodos anteriores porque se concentró en contratación de personal y en la actual, el recorte fue 

sustancial y no tiene focalizado el fortalecimiento o la priorización de ésta área, es decir, no es 

prioritaria la protección de los recursos públicos. 

 Durante el desarrollo del Programa de Prevención del Daño Antijurídico de la 

Administración, no se ha avanzado en la consolidación de un equipo de profesionales 

especializado en la defensa de los intereses del Estado y el personal con el que cuenta 

actualmente es insuficiente para atender el contingente judicial existente. 

 En términos financieros o de protección de los recursos públicos, no se logra bajar el 

contingente judicial en los años analizados y por ende el valor de las pretensiones va en aumento, 

es por ello que los valores enunciados en la exposición del caso de estudio varían de manera 

significativa, en tan solo el último año, el contingente judicial aumentó en más de 30 mil 

millones de pesos.   

En términos comparativos, dentro de las tres administraciones que cubren el periodo 

analizado, lo que se habría esperado del Programa de Prevención del Daño Antijurídico dados 

los retos que representaba y el resultado efectivamente obtenido (acorde al informe presentado), 

puede decirse que la Administración Municipal avanzó en un 20% de las metas requeridas, lo 
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cual determina un nivel de implementación muy bajo para el valor de las pretensiones del 

contingente judicial que representa el 25% del presupuesto de la entidad municipal. 

En materia de gestión pública es necesario priorizar la gestión de la información, a juzgar 

por las dificultades y la manera como contestaron las solicitudes de información, podemos 

afirmar que este campo es prioritario para atender, además de representar un riesgo para el 

contingente judicial por la no contestación de las solicitudes de información, así sea de forma 

extemporánea; las nuevas herramientas de la gestión pública moderna que consideran que la 

atención a la ciudadanía es primordial para el acceso y garantía de los derechos ciudadanos, 

aunado a la información, la que permite la toma de las decisiones y es pilar fundamental en el 

mundo jurídico tanto por el marco normativo como por que las decisiones que se toman, todas 

están en actos administrativos judicializables, es por ello que la información y su gestión es la 

que permite conocer, planificar, decidir, implementar, evaluar, corregir, mejorar o desechar, es 

así que se puede mejorar la cotidianidad de la gestión jurídica.  

Otro componente esencial es la depuración normativa, articulada con la gestión de la 

información, este es un elemento esencial para mitigar los errores frente a armonizar las leyes 

nacionales, los decretos y los actos administrativos que se expiden en el nivel territorial, esto 

aunado con el conocimiento y proceso formativo, pues anualmente en el nivel municipal se 

expiden más de 300 decretos, sumado a resoluciones, circulares  y acuerdos municipales que 

crean situaciones jurídicas que es necesario armonizar para mitigar los riesgos de posibles 

reclamaciones en sede judicial.  

El proceso formativo requiere de una revisión y priorización, teniendo la información 

armonizada y clasificada, de nada sirve si no se articula con los procesos cotidianos y se 

complementan con herramientas tecnológicas, de esto el Distrito de Bogotá tiene una experiencia 
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acumulada excepcional para aprender, replicar y mejorar con quienes se podría suscribir un 

convenio interadministrativo para aprovechar el camino recorrido, pero, esto debe estar en 

sintonía con los análisis en los que las demandas nos van mostrando cuáles son los conflictos que 

están demandando los ciudadanos tanto en la vía gubernativa como las que llevan a la rama 

judicial, esto permite que tengamos una preparación especial, un caso sorprendente es que en los 

nueve años analizados y con un contingente de más de 2000 acciones para la protección de los 

derechos colectivos (Acciones Populares), nunca organizaron una capacitación o crearon un 

espacio de diálogo al menos entre las ramas del poder público involucradas como eran, la rama 

ejecutiva y la rama judicial sobre estas acciones que eran nuevas en materia de judicialización; 

tampoco existe una sistematización de las decisiones a favor y las en contra, eso es una fuente de 

conocimiento especial porque se constituye en precedente judicial y teoría jurídica en la medida 

que se sistematice y se consoliden los argumentos tanto favorables como los no favorables, así se 

identifica en dónde se falló, por qué el juez tomó la decisión que tomó, cuál es el análisis que 

realiza el juez y las variables que tuvo en cuenta para no darle la razón a la administración 

pública, pero, nada de eso existe, esa memoria se perdió o, está ahí sin aprovechar y consolidar. 

Lo anterior se enmarca en lo que los expertos contemporáneos llaman la gestión del 

conocimiento jurídico y que está consolidándose como una herramienta fundamental en las 

estrategias de defensa judicial de las entidades públicas.  

La gestión del conocimiento jurídico es un área novedosa en las oficinas de abogados, muy 

pocas las han aprovechado e implementado, en el país lo más avanzado en este campo es la 

ANDJE que tiene un módulo de capacitación especial para abordarlo en las entidades del orden 

nacional; para el BID, consiste en un “sistema integrado de información” estratégica de la 

gestión de defensa jurídica que permite sistematizar información relevante y acceder de manera 
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oportuna para generar conocimiento sobre esta información por todos los operadores del sistema. 

(BID, CO-L-1097, 2010). Para el caso de Bucaramanga, sería imperioso gestionar un convenio 

con la ANDJE o con el Distrito capital que también tiene un buen camino recorrido en este 

aspecto, para fortalecer el trabajo que actualmente se adelanta.   

Con el fin de señalar las lecciones aprendidas en la identificación de sus deficiencias, la 

secretaría jurídica como rectora de la defensa jurídica del Municipio de Bucaramanga debe: (i) 

Cuantificar y controlar los riesgos del contingente judicial. Un paso fundamental para la 

prevención es conocer cuánto valen y cuánto podrían llegar a valer las demandas en el tiempo en 

que se produzca un fallo Judicial que ponga fin al proceso. Esto supone que la Secretaría Jurídica 

tenga formatos claros para la recolección de información y actualización del campo financiero, 

así mismo, debe contar con sistemas de información idóneos para el procesamiento de los datos 

recolectados, de esta manera la información disponible estará cercana a la realidad de lo que 

implica perder el proceso o alargarlo cuando se tiene un alto riesgo de perderlo. Esto requiere la 

articulación con la secretaría de Hacienda quien es la encargada de las finanzas municipales. (ii) 

Estrategia litigiosa Efectiva. Si se parte del supuesto de la mejor oficina de abogados de la 

ciudad, necesariamente esto se debe reflejar en el éxito que se tiene en los juzgados, es decir, en 

el número de procesos que se gana, el logro debe ser mejorar la eficacia frente a lo que hoy 

representa el estado de los procesos. (iii) Mejorar la capacidad institucional. Aquí lo que se debe 

priorizar es la eficiencia de la secretaría Jurídica frente al aumento y complejidad de los litigios 

contemporáneos.  

Si retomamos el ciclo de defensa jurídica, encontramos que la evidencia científica demuestra 

que la eficiencia en la gestión jurídica por parte de los abogados no recae en el litigio ante los 

jueces, sino que la prevención se ha convertido en una herramienta primordial para el éxito 



DAÑO ANTIJURÍDICO Y PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS   123 

 

jurídico.  Con lo anterior lo que se debe promover es una cultura diligente de la prevención del 

daño antijurídico en el municipio de Bucaramanga a través de la Secretaría Jurídica municipal. 

En un contexto de limitados recursos públicos con restricciones temporales, pensar en el 

mejoramiento de las estrategias jurídicas del Municipio debe priorizar el análisis a partir del 

costo-beneficio dado que se deben presentar resultados en el corto plazo, pero tampoco se puede 

olvidar que las transformaciones necesarias no pueden estar al vaivén de las administraciones de 

turno y se diferencien los presupuestos de manera tan abismal como lo identificado en éste 

trabajo. 

La acción jurídica es transversal en todas las entidades públicas, es por ello que la defensa 

de los intereses del Estado se convierte en una responsabilidad política del gobernante de turno y 

debe garantizar transparencia en la administración de lo público. Bajo este entendido, no es 

justificable y menos entendible, que la protección de los intereses de la mayoría, en este caso el 

Estado a través del ente municipal, se asuma con deficiencias y limitaciones; los problemas 

jurídicos que afronta una entidad estatal nos competen a todos y mejorar la gestión jurídica 

implica que se construya desde lo intra e interinstitucional y con los ciudadanos para que sea 

efectiva la gobernanza, de lo contrario, no podrá superar la tinta y el papel y los recursos 

públicos, quedaran a merced de los jueces y los bufetes de abogados.  

Así las cosas, la efectiva construcción y diseño de lineamientos y protocolos desde la 

Secretaría Jurídica como ente rector de la seguridad legal municipal, permitirá que la prevención 

del daño antijurídico sea una realidad que fortalece la institucionalidad, entrega herramientas 

prácticas y concretas y mejora de manera eficiente la defensa de los recursos públicos de la 

ciudad.  
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Finalmente, con la implementación de las estrategias propuestas la mayor beneficiada será la 

ciudadanía y en un lugar superior la Gobernanza, pues aquí el reto será que la secretaría jurídica 

en particular y la alcaldía en general, promuevan la rendición de cuentas en el manejo de los 

litigios de mayor repercusión financiera y que afectan el interés general, facilitando información 

sobre el avance de los procesos, pero, principalmente, sobre las pretensiones y sus fundamentos.  

Algo muy importante será implementar mecanismos de rendición de cuentas, eso no se ha 

visto en el país, ni siquiera la ANDJE ha podido poner en la agenda de los ciudadanos el tema 

jurídico, aquí es aunar esfuerzos de movilización social, con universidades, sociedad civil 

organizada y organizaciones no gubernamentales a participar en casos de alto impacto, el reto es 

que se invite a la ciudadanía a proteger los recursos públicos, que se revalorice lo público a 

través de lo jurídico, que apoyen la defensa de los derechos que en últimas terminan siendo sus 

propios derechos. Cada vez que hay una condena en contra de la Alcaldía de Bucaramanga la 

pagan todos los ciudadanos, que mejor que la capacidad técnica, el conocimiento experto para 

defender las instituciones estatales, no se puede permitir que haga carrera la cultura de 

enriquecerse a costa de todos los ciudadanos por demandar al Estado, la protección y defensa es 

responsabilidad de todos, es esto lo que permite la mejor garantía de los derechos y atención de 

servicios públicos, así como la inversión social en los sectores menos favorecidos. La tecnología 

hoy es una herramienta que puede facilitar el acceso a la información, la retroalimentación y 

actividades democráticas poco convencionales, el campo jurídico esta aún sin explorar y más en 

la relación, público-privado, público-ciudadanos y hasta los mismos funcionarios.   

Mientras no se tenga la prevención del daño antijurídico y se priorice la gestión jurídica 

como una herramienta, las decisiones se seguirán tomando desde la perspectiva tradicional del 

derecho, es decir, de manera reactiva, esperando que demanden para salir a afrontar el problema 
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sin tener en cuenta la obligación de garantizar los derechos ciudadanos, debilitando la 

gobernanza y la credibilidad institucional y afectando de manera sistemática la gestión pública. 

Nadie tiene la capacidad de litigio que tiene la Alcaldía de Bucaramanga, debería pensarse 

como la oficina jurídica más grande de la ciudad, con una capacidad envidiable para litigar y 

saber que la mayoría de los procesos los gana, esa es la visión que debería promoverse para que 

se empiece a priorizar el tema de las finanzas públicas judiciales, pues la pérdida de procesos 

terminará por afectar la inversión pública.  

Avanzar en el diseño e implementación de políticas públicas preventivas es una tarea 

imperante, pero lo más urgente, es que en la administración pública las decisiones cotidianas se 

desarrollen con la mayor observancia de los principios generales del derecho, que la motivación 

sea el mayor cumplimiento del orden legal y que el accionar de cada funcionario este cimentado 

en la legalidad y los valores supremos del Estado Social de Derecho.  
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Anexos 

Anexo A Modelo derecho de petición 

 

REF: Derecho de Petición de Información. 

 

 

Respetados Señores: 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 23 de la Constitución Política, me permito formular 

ante su Despacho derecho de petición de información, con el fin que sean resueltos los siguientes 

interrogantes: 

 

1. ¿Cuantos procesos de nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractuales y de reparación directa, cursan actualmente en contra de la Administración 

Municipal? Para esta respuesta le solicito amablemente tener en cuenta, sólo el consolidado de 

todas las demandas en las que el Municipio de Bucaramanga es parte demandada y que son 

abordadas por las diferentes Secretarías que conforman la Administración Municipal. 

  

2.  Con base en ese número consolidado de demandas, solicito amablemente discriminar 

cuántas de ellas son acciones de nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho, 

controversias contractuales y Reparación Directa. 

 

3. ¿Cuántos procesos por Acciones Constitucionales cursan actualmente en contra del 

Municipio de Bucaramanga? Para esta respuesta solicito tener en cuenta sólo el consolidado de 

las demandas en las que el Municipio sea parte demandada.  

 

4. Conforme a la respuesta anterior, le solicito discriminar cuántas de esas demandas son 

acciones populares y cuántas acciones de cumplimiento. 

 

5.  Conforme a las respuestas dadas en los numerales 1, 2, 3 y 4, y atendiendo al contingente 

judicial del Municipio, solicito se discriminen cuáles son los principales temas por los cuales es 

objeto de demandas la Administración Municipal.     

 

6. ¿Cuál es el porcentaje actual de pérdida de demandas de la Administración Municipal en 

las acciones Contencioso Administrativas y Constitucionales instauradas en su contra? Para esta 

respuesta le solicito valorar íntegramente el contingente judicial del Municipio compuesto por las 

acciones de nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho, controversias contractuales, 

reparación directa, populares y de cumplimiento en las que es parte demandada la 

Administración Municipal. 
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7. ¿Cómo realiza el Municipio el control del estado de los procesos que cursan en su contra, 

a efectos de participar oportunamente durante las instancias procesales para ejercer la defensa de 

los intereses públicos?  

8. ¿Cuántos sistemas de información posee actualmente el Municipio de Bucaramanga para 

controlar de manera precisa el estado de los procesos judiciales que cursan en su contra? Para 

esta respuesta se solicita tener en cuenta sólo aquellos que impliquen el uso de herramientas 

informáticas.  

 

9. ¿Cuál es el número total de abogados con el que cuenta el Municipio de Bucaramanga 

para atender las acciones contencioso administrativas y constitucionales que conforman el 

contingente judicial del mismo? Para esta respuesta le solicito tener en cuenta el personal 

vinculado a la planta de personal y por contrato de prestación de servicios profesionales.   

 

10. Dentro de ese grupo de personal jurídico vinculado, ¿cuenta actualmente la 

Administración Municipal con un grupo de abogados altamente calificado que se dedique 

exclusivamente a ejercer la defensa de los intereses judiciales del Municipio? 

 

11.  ¿Cuántos sistemas de información posee actualmente la Administración Municipal para 

que el personal jurídico encargado de la defensa de los intereses públicos y la población en 

general, realicen la consulta especializada de la jurisprudencia, la doctrina y la legislación 

Nacional, Regional y Municipal, aplicable al Municipio de Bucaramanga?  

 

12.  Con base en la valoración de todo el contingente judicial del Municipio de 

Bucaramanga, ¿cuál o cuáles son los temas que han generado mayores condenas en contra de la 

Administración Municipal? 

 

13. Con base en la respuesta anterior, ¿la Administración Municipal ha expedido actos 

administrativos mediante los cuales implemente políticas, directrices o imparta instrucciones 

precisas a sus funcionarios, con el fin de evitar las acciones u omisiones por las que se ha 

condenado reiterativamente en procesos judiciales al Municipio de Bucaramanga? En caso 

afirmativo, por favor enunciar tales actos, identificándolos e informando brevemente sobre su 

contenido.   

 

14.  ¿Ha diseñado e implementado la Administración Municipal alguna estrategia de 

defensa judicial de los intereses públicos dentro de los procesos con mayor incidencia para el 

Municipio de Bucaramanga? Para la respuesta anterior, le solicito evaluar la “mayor incidencia” 

de los procesos a partir de dos factores: alto costo de las pretensiones y reiteración o reincidencia 

de las pretensiones de la demanda. 
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Anexo B Derecho de petición de información Ley 1755 de 2015. 

 

 

REF: Derecho de Petición de Información Ley 1755 de 2015. 

 

Respetados Señores: 

 

Conforme a lo establecido en el artículo 23 de la Constitución Política y la Ley 1755 de 

2015, me permito formular ante su Despacho derecho de petición de información, con el fin que 

sean resueltos los siguientes interrogantes: 

 

Para las respuestas por favor discrimine los periodos 2012-2015 y el 2016 al 2017 con corte 

a junio del presente año y solo en la administración central municipal:  

 

1. ¿Cuantos procesos de nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho, 

contractuales y de reparación directa, cursan actualmente en contra de la Administración 

Municipal? Para esta respuesta le solicito amablemente tener en cuenta, sólo el consolidado de 

todas las demandas en las que el Municipio de Bucaramanga es parte demandada y que son 

abordadas por las diferentes Secretarías que conforman la Administración Municipal. 

  

2.  Con base en ese número consolidado de demandas, solicito amablemente discriminar 

cuántas de ellas son acciones de nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho, 

controversias contractuales y Reparación Directa. 

 

3. ¿Cuántos procesos por Acciones Constitucionales cursan actualmente en contra del 

Municipio de Bucaramanga? Para esta respuesta solicito tener en cuenta sólo el consolidado de 

las demandas en las que el Municipio sea parte demandada.  

 

4. Conforme a la respuesta anterior, le solicito discriminar cuántas de esas demandas son 

acciones populares y cuántas acciones de cumplimiento. 

 

5.  Conforme a las respuestas dadas en los numerales 1, 2, 3 y 4, y atendiendo al contingente 

judicial del Municipio, solicito se discriminen cuáles son los principales temas por los cuales es 

objeto de demandas la Administración Municipal. Describa brevemente.     

 

6. ¿Cuál es el porcentaje actual de pérdida de demandas de la Administración Municipal en 

las acciones Contencioso Administrativas y Constitucionales instauradas en su contra? Para esta 

respuesta le solicito valorar íntegramente el contingente judicial del Municipio compuesto por las 

acciones de nulidad simple, nulidad y restablecimiento del derecho, controversias contractuales, 

reparación directa, populares y de cumplimiento en las que es parte demandada la 

Administración Municipal Central. 
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7. ¿Cómo realiza el Municipio el control del estado de los procesos que cursan en su contra, 

a efectos de participar oportunamente durante las instancias procesales para ejercer la defensa de 

los intereses públicos? Por favor discrimine el procedimiento. 

 

8. ¿Cuántos sistemas de información posee actualmente el Municipio de Bucaramanga para 

controlar de manera precisa el estado de los procesos judiciales que cursan en su contra? Para 

esta respuesta se solicita tener en cuenta sólo aquellos que impliquen el uso de herramientas 

informáticas.  

 

9. ¿Cuál es el número total de abogados con el que cuenta el Municipio de Bucaramanga 

para atender las acciones contencioso administrativas y constitucionales que conforman el 

contingente judicial del mismo? Para esta respuesta le solicito tener en cuenta el personal 

vinculado a la planta de personal y por contrato de prestación de servicios profesionales y el 

perfil profesional que se establece para este equipo.   

 

10.  Dentro de ese grupo de personal jurídico vinculado, ¿cuenta actualmente la 

Administración Municipal con un grupo de abogados altamente calificado que se dedique 

exclusivamente a ejercer la defensa de los intereses judiciales del Municipio? Qué tipo de 

vinculación tienen, por favor referencie los nombres completos, número del contrato y perfil 

profesional general, grados, posgrados y años de experiencia.  

 

11.  ¿Cuántos sistemas de información posee actualmente la Administración Municipal para 

que el personal jurídico encargado de la defensa de los intereses públicos y la población en 

general, realicen la consulta especializada de la jurisprudencia, la doctrina y la legislación 

Nacional, Regional y Municipal, aplicable al Municipio de Bucaramanga? ¿Cuenta el Municipio 

con un sistema de información sobre las circulares, resoluciones, decretos y demás actos 

administrativos relacionados a lo jurídico para la consulta de los abogados? 

 

12.  Con base en la valoración de todo el contingente judicial del Municipio de 

Bucaramanga, ¿cuál o cuáles son los temas que han generado mayores condenas en contra de la 

Administración Municipal? 

 

13. Con base en la respuesta anterior, ¿la Administración Municipal ha expedido actos 

administrativos mediante los cuales implemente políticas, directrices o imparta instrucciones 

precisas a sus funcionarios, con el fin de evitar las acciones u omisiones por las que se ha 

condenado reiterativamente en procesos judiciales al Municipio de Bucaramanga? En caso 

afirmativo, por favor enunciar tales actos, identificándolos e informando brevemente sobre su 

contenido, y adjunte copia de los mismos a la respuesta.  

 

14.  ¿Ha diseñado e implementado la Administración Municipal alguna estrategia de 

defensa judicial de los intereses públicos dentro de los procesos con mayor incidencia para el 

Municipio de Bucaramanga? Para la respuesta anterior, le solicito evaluar la “mayor incidencia” 

de los procesos a partir de dos factores: alto costo de las pretensiones y reiteración o reincidencia 

de las pretensiones de la demanda. 
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15.  Actualmente cuenta el Municipio en la Administración Central con alguna política de 

prevención del daño antijurídico y defensa judicial, de ser afirmativo, por favor describa en qué 

consiste, cómo fue elaborada y adjunte a la respuesta el documento que la contiene. Sí fue 

contratada de manera externa, por favor indique el número de contrato y los alcances del mismo.   

 

16.  Por favor enliste los actos administrativos y breve descripción del contenido y copia de 

los mismos que dieron origen a la Secretaría Jurídica y los que modifiquen su estructura en los 

periodos solicitados 2012-2015 y 2016-2017 a corte junio 30 de la presente anualidad.  

 


